














































































































































Alternativo al Comité de
Derechos Civiles y Políticos
de Naciones Unidas
Este año, y por primera vez, la sociedad civil hace llegar al Comité de
Derechos Humanos de Naciones Unidas (CHR) un informe sobre la
situación de los derechos civiles y políticos. En años anteriores, la
Coordinación de Mujeres del Paraguay (CMP) y la Coordinadora por
los Derechos de la Infancia y Adolescencia (CDIA) habían presentado
informes al Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la
Mujer (Cedaw) y al Comité sobre los Derechos del Niño (CRC), respec-
tivamente. Este año la CMP, el Comité de América Latina y el Caribe
para la Defensa de los Derechos de la Mujer (Cladem) Paraguay y
otras organizaciones de mujeres presentaron nuevamente, el informe
de seguimiento a los derechos de las mujeres al Cedaw.
Paraguay presentó su primer informe al CDH en 1995. El Segundo
Informe Periódico fue presentado y examinado por el CDH los pasa-
dos días 19 y 20 de octubre, 11 años después de la primera presenta-
ción y seis años tarde (debe presentarlos cada cinco años). General-
mente, por el procedimiento establecido por el Comité –envío de in-
forme del Estado, remisión del comité de preguntas y aclaraciones,
envío de respuestas del Estado y sesiones públicas de presentación
del informe– éstas últimas ocurren casi un año después del envío del
informe por parte del Estado.
Con antelación a esta ocasión, la CODEHUPY había remitido un resu-
men del informe alternativo al Comité, en el que se resumía los pun-





























































































nel, miembra de Cladem, viajó a Ginebra para participar de las sesio-
nes. Tuvo oportunidad de explicar ante los miembros del Comité la
situación actual de los derechos humanos en dos reuniones manteni-
das los días 17 y 18 de octubre.
El Comité de Derechos Civiles y Políticos (CDCP) es un organismo
internacional de vigilancia de los derechos humanos de Naciones
Unidas, creado por el Pacto de Derechos Civiles y Políticos (ratificado
sin reservas por el Paraguay por Ley Nº 5/92), que tiene la función de
recibir y examinar informes periódicos que los Estados partes deben
presentar respecto de la situación y cumplimiento efectivo de los de-
rechos humanos bajo su jurisdicción.
El documento presentado por la CODEHUPY –elaborado gratuitamen-
te por miembros de las organizaciones asociadas1 y coordinado por el
licenciado Hugo Valiente, del Centro de Documentación y Estudios
(CDE)– ofreció información supletoria, adicional, complementaria y
crítica al informe gubernamental sobre la situación de los derechos
civiles y políticos durante el periodo 1995-2005. La CODEHUPY sumi-
nistró al Comité información sobre casos y situaciones concretas de
violación de derechos, seguimiento de políticas aplicadas y el com-
portamiento del Estado y sus agentes para garantizar las disposicio-
nes del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, y permitió que éste
tuviera mejor información para evaluar objetivamente los esfuerzos
realizados por Paraguay. El Comité hizo públicas sus conclusiones y
formuló recomendaciones al Estado paraguayo en los primeros días
de noviembre. El resumen ejecutivo y las recomendaciones finales se
presentan a continuación.
Informe alternativo de la CODEHUPY al Segundo Informe Periódico
del Estado de Paraguay presentado en virtud del artículo 40 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos
RESUMEN EJECUTIVO
La CODEHUPY, red de organizaciones de derechos humanos del Para-
guay, tomando nota del Segundo Informe Periódico presentado por el
Estado de Paraguay en virtud del artículo 40 del Pacto Internacional
de Derechos Civiles y Políticos (CCPR/C/PRY/2004/2, 3 de agosto
de 2004), señala a la atención del Comité de Derechos Humanos los
siguientes puntos:



















































Valora la presentación del Segundo Informe Periódico del Paraguay, y
destaca el esfuerzo realizado por el Estado en el acopio y sistematiza-
ción de la información legislativa suministrada al Comité. La CODE-
HUPY, igualmente, felicita al Estado paraguayo por la open standing
invitation formulada a los mecanismos de la Comisión de Derechos
Humanos durante su 59º período de sesiones en 2003, que ha facili-
tado ya la visita in loco del relator especial de las Naciones Unidas
sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños
en pornografía en el 2004.
Asimismo, la CODEHUPY desea señalar ciertos avances en la imple-
mentación del Pacto, algunos detallados en el informe gubernamen-
tal, y otros insuficientemente abordados, entre los que observa:
a) la adecuación legislativa a los compromisos internacionales de
derechos humanos operada en general con la sanción del Códi-
go Procesal Penal, Código de la Niñez y la Adolescencia, la Ley
Nº 1.600/00 “Contra la violencia doméstica” y la Ley Nº 1.500/
99 “Del hábeas corpus”;
b) particularmente, es plausible la sanción de la Ley Nº 2.225/03
“Por la cual se crea la Comisión de Verdad y Justicia”, y la instala-
ción efectiva de la Comisión en agosto de 2004, la más impor-
tante medida de justicia transicional adoptada desde 1989. En
tal sentido, el Estado de Paraguay debe ser alentado a dotar de
todos los recursos financieros y técnicos, así como facilitar la
más amplia cooperación política, para que la Comisión pueda
realizar a cabalidad su importante misión, y que sus recomenda-
ciones sean cumplidas;
b)  la conservación y acceso público de los archivos de la represión
durante la dictadura militar de Alfredo Stroessner (1954-1989), y
la cooperación judicial internacional demostrada en la materia. El
Estado de Paraguay debe ser alentado a redoblar sus esfuerzos
en la conservación y mantenimiento de este imprescindible acer-
vo documental;
d)  la ratificación de todos los instrumentos internacionales de dere-
chos humanos más relevantes y de los convenios fundamentales
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), en particular la
ratificación del Estatuto de la Corte Penal Internacional. La CO-
DEHUPY desea alentar al Estado a la pronta ratificación del Proto-
colo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos
o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, actualmente en es-





























































































II. MOTIVOS DE PREOCUPACIÓN
Aspectos generales
La CODEHUPY lamenta que el Estado se haya limitado a transcribir
avances legislativos y no haya informado con franqueza sobre los obs-
táculos y dificultades que enfrenta Paraguay para hacer efectiva la
vigencia de los derechos reconocidos en el Pacto, desperdiciando la
oportunidad de realizar un sincero y público examen al respecto.
La CODEHUPY cree necesario recordar al Estado paraguayo que debe
tomar en serio sus compromisos internacionales de derechos huma-
nos. La ratificación de los principales tratados de derechos humanos
permitió que Paraguay fuera admitido en la comunidad democrática
de naciones. Pero, además de esto, el Estado debe realizar esfuerzos
reales para incorporar los tratados en su legislación interna, promover
condiciones de hecho para el disfrute efectivo de los derechos por
parte de todas las personas sin discriminación, combatir la impuni-
dad, y proteger, reparar y rehabilitar a las víctimas.
El Estado paraguayo está obligado a dar efecto, en forma sistemática
y permanente, a todas y cada una las disposiciones del Pacto y las
recomendaciones del Comité. En atención a la indivisibilidad de los
derechos humanos no le está permitido adoptar medidas à la carte,
privilegiando algunos derechos en desmedro de otros, ni oponer su
normativa interna como obstáculo para incumplir sus obligaciones
internacionales.
A pesar de que el Pacto fue incorporado a la legislación interna con
jerarquía cuasi constitucional y que, en tal carácter es una norma auto
ejecutable (self-executing), no se observa en la práctica que los tribu-
nales o la administración lo apliquen directamente en fundamento de
sus decisiones. Asimismo, no existe una adecuación de la legislación
para que sean exigibles y ejecutables en la jurisdicción interna las
decisiones adoptadas por el Comité en virtud del primer Protocolo
Facultativo del Pacto, en contravención de una recomendación formu-
lada por el Comité (CCPR/C/79/Add.48, 3 de octubre de 1995, párrs.
24 y 31).
Deberes de protección y garantía (art. 2.3)
No obstante la adopción del Código Procesal Penal, la CODEHUPY
observa con suma preocupación que en el nuevo sistema implemen-
tado se haya eliminado la querella penal autónoma que sí existía en el
proceso penal anterior. Esta medida privó a la víctima de la posibilidad

















































var un caso a juicio oral y público en ausencia de acusación fiscal, lo
que representa una violación per se del deber estatal de proveer recur-
sos judiciales efectivos a las personas, y ha generado situaciones par-
ticularmente graves de impunidad en diversos casos de delitos contra
los derechos humanos.
La CODEHUPY encuentra sumamente preocupante el problema de la
impunidad en Paraguay, que se deriva en gran medida de la falta de
acceso a la justicia de las víctimas debido al alto costo de los servicios
legales, a la limitada capacidad de los servicios de asistencia legal
gratuita y pública, y a la inadecuada protección a las víctimas que
proveen los sistemas procesales vigentes, en particular en casos de
violencia doméstica, delitos contra niños y niñas y delitos contra la
autonomía sexual.
Igualdad de hombres y mujeres (art. 3)
La CODEHUPY señala a la atención del Comité que, a pesar de la
reforma del Código Penal de 1997, continúan vigentes normas de pe-
nalización del aborto (de 1910), previsión de circunstancias atenuan-
tes en delitos contra la autonomía sexual que se derivan de las relacio-
nes de la víctima con el autor y referencias explícitas a la honra de las
mujeres como circunstancias susceptibles de valoración judicial en
dichos delitos, que representan claramente un insuficiente esfuerzo
del Estado paraguayo para la adecuación legislativa en relación a una
recomendación anterior del Comité que exhortaba al Paraguay a revi-
sar las leyes anticuadas que contradicen claramente las disposiciones
del Pacto por basarse en concepciones tradicionales respecto de las
mujeres (CCPR/C/79/Add.48, 3 de octubre de 1995, párrs. 16 y 27).
La CODEHUPY señala igualmente la insuficiencia de las escasas medi-
das de acción afirmativa establecidas en la legislación interna para
revertir los efectos de la discriminación histórica que sufren las muje-
res en el disfrute de los derechos reconocidos por el Pacto. En particu-
lar, se señala la insuficiencia de las cuotas electorales de participación
de las mujeres en la vida política y pública.
Derecho a la vida (art. 6)
Paraguay está ubicado entre los países con alta tasa de mortalidad
materna, según la Organización Mundial de la Salud (OMS). Las cau-
sas principales son, en orden de importancia: las hemorragias, el aborto,
la toxemia y la sepsis. En el quinquenio 2000-2004 ha muerto una
mujer cada dos días por causas relacionadas con el embarazo, el par-
to y el puerperio, mientras que cada 11 días una mujer ha muerto a





























































































incidencia en esta tasa de la penalización discriminatoria del aborto
que se mantiene en una legislación de 1910, y en los inadecuados
controles prenatales y falta de servicios de salud oportunos, accesi-
bles y de calidad, a pesar de las reiteradas recomendaciones realiza-
das por el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la
Mujer y del mismo Comité al respecto (CEDAW/C/PAR/CC/3-5, 15
de febrero de 2005, párr. 32-33; CCPR/C/79/Add.48, 3 de octubre
de 1995, párr. 28).
La CODEHUPY encuentra preocupante que aún se registren ejecucio-
nes arbitrarias en circunstancias que llevan a sospechar la responsabi-
lidad del Estado en estos casos. Sobre todo, en intervenciones realiza-
das por agentes públicos en los que es presumible el uso despropor-
cionado o ilegítimo de fuerza, en procedimientos que no se ajustan a
los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de
Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley. Par-
ticularmente preocupante son las ejecuciones arbitrarias en contra de
miembros y dirigentes de las organizaciones campesinas en el contex-
to de la lucha por la tierra, que permanecen en la impunidad.
Derecho a la integridad física y psíquica (art. 7)
La CODEHUPY señala a la atención del Comité que continúan regis-
trándose casos de tortura en centros primarios de detención, con fi-
nes de investigación criminal, y como medida de castigo en peniten-
ciarías y cuarteles. Esta situación sigue siendo un tema recurrente
debido a varios factores, entre los que señalan: a) la tipificación erró-
nea del delito de tortura (art. 309 del Código Penal), en contravención
con el art. 1 de la Convención contra la Tortura y otras Penas o Tratos
Crueles, Inhumanos y Degradantes; b) la falta de adecuación de los
métodos de investigación y capacitación del personal policial; c) la
impunidad de la tortura, ya que ningún caso fue llevado a juicio oral, ni
se ha castigado a sus responsables. Esta situación es un incumpli-
miento de una observación anterior del Comité insuficientemente aten-
dida (CCPR/C/79/Add.48, 3 de octubre de 1995, párr. 15).
Prohibición de la esclavitud y servidumbre (art. 8)
La CODEHUPY desea señalar a la atención del Comité que persisten
prácticas contrarias al artículo 8 del Pacto y que son motivo de su
mayor preocupación: a) el trabajo infantil doméstico en hogares de
terceros y otras prácticas análogas a la esclavitud de niños, niñas y
adolescentes; b) el uso de niños como soldados; y c) la trata de muje-
res y niñas con fines de explotación sexual, la explotación sexual de
niñas y el uso de niños y niñas en la pornografía. Preocupa a la CODE-

















































sus leyes internas, políticas criminales, prácticas institucionales y po-
líticas públicas a los compromisos internacionales asumidos con la
ratificación de los Convenios Nº 138 y 182 de la OIT, de los Protocolos
Facultativos de la Convención de Derechos del Niño y del Protocolo
de Palermo, y que las acciones que se han emprendido hasta el pre-
sente carecieron de financiamiento público, y fueron altamente de-
pendientes de la cooperación internacional.
Derecho a la libertad y seguridad personales (art. 9)
No obstante los avances registrados con la sanción del Código Proce-
sal Penal (Ley Nº 1.286/98), estos progresos ya fueron objeto de una
reforma legislativa regresiva (Ley Nº 2.493/04), que contribuyó a la
aplicación de la prisión preventiva como la regla y no como la excep-
ción, y que amplió de tres a cuatro años el plazo de duración del
procedimiento y menoscabó el derecho de defensa con la suspensión
de los plazos en caso de incidentes y excepciones, sin distinción para
los casos en que la defensa haya actuado en su legítimo interés. Esta
reforma provocó un inmediato aumento del número de personas so-
metidas a prisión en espera del juicio.
El Estado carece de información confiable acerca de las detenciones
que efectúa, y en la práctica las aprehensiones realizadas por la Poli-
cía se caracterizan por su imprevisibilidad, arbitrariedad e incorrec-
ción, preceden a la orden escrita del agente fiscal, que generalmente
es dictada ex post facto sobre la base de la información que la Policía
administra al Ministerio Público.
Trato humano a las personas privadas de libertad
(art. 10)
La CODEHUPY señala a la atención del Comité que la situación de las
instituciones penitenciarias se caracteriza por una alta tasa de hacina-
miento, violencia, no separación de condenados y procesados, ni de
adultos y adolescentes, deficiencias en la alimentación, escasa aten-
ción médica y escaso control de la finalidad de la pena de reclusión, lo
que configura una grave y sistemática violación del Pacto y un mani-
fiesto incumplimiento de una recomendación anterior del Comité
(CCPR/C/79/Add.48, 3 de octubre de 1995, párr. 26).
Independencia de la magistratura (art. 14)
La CODEHUPY observa que el Estado paraguayo no ha implementado
un sistema de selección objetivo y público para la designación de
jueces, juezas, fiscales y fiscalas, y que en este proceso predominan





























































































y su subordinación a poderes de facto y políticos. La CODEHUPY ob-
serva con suma preocupación que los y las ministros de la Corte Su-
prema de Justicia, del Tribunal Superior de Justicia Electoral (TSJE), el
fiscal general del Estado, el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados
(JEM) y el defensor del Pueblo fueron designados en base a un siste-
ma de cuotas de los partidos con representación parlamentaria, desig-
nando a dichos funcionarios en función de su lealtad partidaria y no
de un examen objetivo de la idoneidad para el cargo, hecho que per-
mite arrojar razonables dudas respecto de la imparcialidad e indepen-
dencia de presiones políticas del sistema interno de protección de
derechos humanos.
Derecho de reunión y manifestación (art. 21)
La CODEHUPY sostiene que la Ley Nº 1.066/97 que reglamenta el
derecho de manifestación establece restricciones desproporcionadas
al derecho de manifestación, limitando los lugares y horarios en que
puede realizarse. Estas restricciones no son razonables ni necesarias
en una sociedad democrática, no tienen un objetivo legítimo congruente
con el propósito y fin del Pacto, ni se motivan en una necesidad social
imperiosa, y vulneran el potencial de reclamo a las autoridades que
las manifestaciones tienen como medio de expresión ciudadana, por
lo que debe ser modificada.
La CODEHUPY informa que el Estado paraguayo sostiene una política
de persecución penal en contra de cientos de personas que han desa-
fiado los límites de la Ley Nº 1.066/97, o han participado en acciones
pacíficas de desobediencia civil tales como el cierre de vías terrestres
o la ocupación de inmuebles y edificios públicos, en un intento decidi-
do por parte del Estado de criminalizar las protestas sociales.
Violencia contra las mujeres (arts. 3, 7 y 23)
La situación de mujeres víctimas de violencia intrafamiliar es otra cues-
tión preocupante, ya que la implementación de la Ley N° 1.600/00
“Contra la violencia doméstica” todavía depende de la voluntad de las
autoridades encargadas (jueces y juezas de paz, policías y personal
del sistema de salud) quienes, en muchos casos y por factores predo-
minantes de la cultura machista, falta de capacitación y sensibiliza-
ción, tienen reticencia a actuar o lo hacen en forma tardía sin aplicar
las medidas de protección. Asimismo, el Estado no ha creado alber-
gues para proporcionar refugio a las víctimas de violencia, ni modificó
el art. 229 del Código Penal que sanciona la violencia intrafamiliar,


















































Derechos de la niñez (art. 24)
Además de los aspectos señalados bajo los demás artículos en este
informe, que también afectan particularmente a niños, niñas y adoles-
centes en su condición de personas en desarrollo, la CODEHUPY de-
sea señalar en especial dos cuestiones que atañen a éstos, bajo las
previsiones del art . 24 del Pacto:
a) no obstante la sanción del Código de la Niñez y la Adolescencia, el
Sistema Nacional de Protección y Promoción integral de los derechos
de la niñez y la adolescencia creado por él tuvo un desarrollo parcial y
heterogéneo, debido a la escasa asignación de fondos, y a que a
escala municipal el sistema se encuentra presente en aproximada-
mente el 50% de todos los municipios del país;
b) preocupa a la CODEHUPY la alta tasa de nacimientos que no son
registrados, y que no se hayan adoptado medidas para revertir esta
situación, pese a las reiteradas observaciones formuladas con anterio-
ridad por el Comité de Derechos del Niño (CRC/C/15/Add.166, 6 de
noviembre de 2001, párr. 30).
No discriminación (art. 26)
La CODEHUPY señala al Comité que el Estado paraguayo no ha esta-
blecido mecanismos de protección judicial y reparación contra toda
forma de discriminación; además la discriminación aún no es un deli-
to punible a la luz del derecho interno. Mientras tanto, los actos discri-
minatorios cometidos por particulares y por el Estado quedan impu-
nes y las víctimas no son restituidas en sus derechos, siendo particu-
larmente graves y sistemáticas las situaciones de menoscabo del que
son víctimas las personas indígenas, las personas con discapacidad,
las personas viviendo con VIH y quienes tienen una opción sexual
diferente a la heterosexual.
La CODEHUPY lamenta que el Estado paraguayo no haya emprendido
una revisión de las normas que discriminan a las mujeres empleadas
en el trabajo doméstico remunerado (principal empleo de las mujeres
en el Paraguay) en las condiciones laborales (Código Laboral, arts.
148-156) y en la seguridad social (Ley N° 98/92) ni en las prácticas de
la inspección del trabajo, a despecho de la recomendación anterior
del Comité (CCPR/C/79/Add.48, 3 de octubre de 1995, párrs. 16 y 27).
Minorías étnicas y lingüísticas (art. 27)
Preocupa a la CODEHUPY la situación de los 17 pueblos que compo-
nen las minorías indígenas del Paraguay, que constituyen el 1,7% de la





























































































exclusión y pobreza, a pesar de lo cual mantienen vivas sus tradicio-
nes culturales, sus lenguas y prácticas tradicionales de subsistencia.
Específicamente, preocupa a la CODEHUPY que aproximadamente el
45% de las comunidades indígenas del país aún no disponen de ase-
guramiento legal y definitivo de su territorio; en contraposición, el
modelo indigenista estatal se encuentra en un acelerado proceso de
derrumbe, expuesto de la manera más dramática en la falta de asigna-
ción de fondos por quinto año consecutivo desde el 2000 al Instituto
Paraguayo del Indígena (INDI) –ente oficial de la política indigenista–
para atender los derechos de propiedad y posesión indígena.
A pesar de que el guaraní es un idioma oficial conjuntamente con el
español, los paraguayos y las paraguayas monolingües guaraní (27%
del total de la población) se enfrentan a una situación de exclusión
social histórica que menoscaba su derecho a hablar su propio idioma,
debido a que el guaraní no es admitido como lengua de uso institucio-
nal del Estado ni es el idioma oficial de los procesos judiciales y admi-
nistrativos. Tampoco son publicadas y difundidas en guaraní las leyes
vigentes en el Paraguay, incluido el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, ni se ofrece educación en los niveles medio y supe-
rior en dicho idioma.
III. DIFUSIÓN DE LAS OBSERVACIONES FINALES
La CODEHUPY considera necesario que el Estado dé la más amplia
difusión al Segundo Informe Periódico y a las observaciones finales
que se le formulen al término del procedimiento de examen. Esta difu-
sión debe incluir la publicación de las observaciones finales en el Re-
gistro Oficial, en los dos idiomas oficiales del Paraguay (español y
guaraní), así como en otros formatos accesibles para la población anal-
fabeta y monolingüe guaraní, para las personas no videntes y para
niños y niñas.
El Estado debe difundir ampliamente mediante programas de capaci-
tación y difusión en ambos idiomas oficiales el Pacto y sus Protocolos
Facultativos, en particular para los funcionarios de la administración
pública, los políticos, los parlamentarios y las organizaciones sociales,
adoptando medidas para su inclusión en los programas de estudio

















































EL INFORME ALTERNATIVO DE CODEHUPY EN
CIFRAS
- Una mujer ha muerto cada dos días por causas relacionadas con
el embarazo, el parto y el puerperio (741 mujeres entre 2000-
2004).
- Cada 11 días una mujer ha muerto a causa de aborto (167 muje-
res entre 2000-2004).
- Una mujer ha muerto cada 12 días en circunstancias de violencia
doméstica, intrafamiliar y sexual (316 mujeres entre 1995-2004).
- El 10,4% del Poder Legislativo está ocupado por mujeres, la tasa
de participación parlamentaria más baja de la región.
- La CODEHUPY releva 280 casos de ejecuciones arbitrarias y muer-
tes bajo custodia durante la democracia.
- Doscientos diez víctimas de tortura cometida por policías, milita-
res y guardiacárceles entre 1996 y 2004, todos los casos que-
daron impunes.
- Seiscientos setenta mil niños, niñas y adolescentes trabajan, en
muchos casos en condiciones análogas a la esclavitud.
- De 128% es la sobrepoblación de los penales. Es decir, están
detenidas más del doble de lo que el sistema penitenciario so-
porta.
- Dieciocho mil guaraníes diarios por persona privada de libertad
están presupuestados para distribuirse en seguridad, asistencia
médica, alimentación, entre otros gastos.
- El 23% de las personas recluidas cumplen condena y el 77% está
procesada, sin que exista ningún tipo de separación entre las
mismas
- De 12 a 19 horas está prohibida cualquier manifestación pacífica
o reunión pública en toda la República
- El 50% de todos los municipios del país aún carece de una Con-
sejería Municipal por los Derechos de la Niñez y la Adolescencia
(Codeni) instalada y funcionando
- El 27% la población habla solamente en guaraní, idioma que no
es jerarquizado a pesar de ser una lengua oficial del Paraguay. El
53% de ellos son pobres, el 13% son analfabetos y el 0% alcanzó
la educación superior
- El 45% de las comunidades indígenas del país aún no disponen
de aseguramiento legal y definitivo de su territorio
- Hubo 6.133 campesinos y campesinas detenidos y procesados
penalmente en el contexto de la lucha por la tierra y 342 desalo-
jos violentos entre 1990-2004. Se registró un promedio de 50





























































































Este informe alternativo ha sido elaborado en nombre y representa-
ción de la CODEHUPY por un equipo de trabajo integrado por organi-
zaciones miembros –CDE, Cladem Paraguay, Decidamos – Campaña
por la Expresión Ciudadana, Servicio Paz y Justicia Paraguay (Serpaj
Py), CDIA y el Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales y
Sociales (Inecip)– y conformado por las siguientes personas: Hugo
Valiente, Clyde Soto, Pilar Codina, Line Bareiro, Carolina Thiede, Luis
Claudio Celma, Rossana Gómez, Laura Bareiro, Roque Orrego, Juan
Martens, Hernán Mayor, Andrés Ramírez, Mirta Pereira, Orlando Casti-



















































Derechos Civiles y Políticos
CCPR NACIONES UNIDAS
Distr. GENERAL CCPR/C/PRY/CO/2 31 de octubre de 2005
Original:  ESPAÑOL COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS 85º período de sesiones
EXAMEN DE LOS INFORMES PRESENTADOS POR LOS ESTADOS PARTES
CON ARREGLO AL ARTÍCULO 40 DEL PACTO
Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos PARAGUAY
versión NO EDITADA
1.  El Comité examinó el segundo informe periódico de Paraguay
(CCPR/C/PRY/2004/2 y HRI/CORE/1/Add.24) en sus sesiones
2315ª, 2316ª y 2317ª (CCPR/C/SR.2315, 2316 y 2317), celebradas
el 19 y 20 de octubre de 2005, y aprobó, en su sesión 2330ª
(CCPR/C/SR.2330), celebrada el 28 de octubre de 2005, las si-
guientes observaciones finales.
A. Introducción
2. El Comité acoge con satisfacción el Segundo informe periódico
del Paraguay, así como la buena disposición del Estado Parte
para reanudar su diálogo con el Comité. Si bien el informe pro-
porciona información detallada sobre la legislación del Estado
Parte relativa a los derechos civiles y políticos, el Comité lamen-
ta, sin embargo, que éste haya sido presentado con seis años de
retraso y que no proporcione suficiente información sobre la apli-
cación efectiva del Pacto.
B. Aspectos positivos
3. El Comité acoge con satisfacción la abolición de la pena de muerte
y la ratificación sin reservas del Segundo Protocolo Facultativo al
Pacto de Derechos Civiles y Políticos.
4. El Comité observa asimismo con satisfacción la ratificación por
el Estado Parte del Estatuto de la Corte Penal Internacional, así
como de otros instrumentos internacionales, como son el Proto-
colo Facultativo a la Convención contra la Tortura, los dos proto-
colos facultativos a la Convención sobre los Derechos del Niño y
el Protocolo Facultativo a la Convención contra la Eliminación de





























































































5. El Comité toma nota con satisfacción de las reformas legislativas
llevadas a cabo por el Estado Parte para adecuar su legislación a
las disposiciones del Pacto, en particular, la adopción del Nuevo
Código Penal (1997), el nuevo Código de Procedimiento Penal
(1998) y el Código de la Niñez y Adolescencia (2001), así como la
adopción del sistema acusatorio penal.
6. El Comité acoge con satisfacción que los sitios de detención e
internamiento se hayan hecho accesibles a organismos no gu-
bernamentales.
C. Principales motivos de preocupación y
recomendaciones
7. Si bien el Comité acoge con agrado la creación de la Comisión
de Verdad y Justicia, cuya tarea principal consiste en la investiga-
ción de las principales violaciones de derechos humanos del pa-
sado, lamenta la falta de financiamiento estatal adecuado y el
hecho que su mandato (de 18 meses) sea demasiado breve para
el cumplimiento de sus objetivos (artículo 2 del Pacto)
El Estado Parte debe asegurar que la Comisión tenga suficiente
tiempo y recursos para cumplir con su mandato.
8. El Comité toma nota con interés del progreso normativo realiza-
do para eliminar la discriminación de género, así como de la crea-
ción de la Secretaría de la Mujer y otras instituciones. Sin embar-
go, lamenta que la discriminación contra la mujer persista en la
práctica. Ejemplo representativo sería la discriminación de la mujer
respecto de las condiciones en el trabajo (artículos 3, 25 y 26 del
Pacto).
El Estado Parte debe asegurar que la protección legislativa en
contra de la discriminación de género se aplique y que las institu-
ciones creadas con tal propósito reciban financiamiento adecua-
do para su correcto funcionamiento. El Estado Parte debe asimis-
mo adoptar medidas para asegurar la igualdad de condiciones
laborales entre hombres y mujeres y para aumentar la participa-
ción de la mujer en todas las áreas de la vida pública y privada.
9.  Si bien el Comité celebra la aprobación de la ley contra la violen-
cia doméstica, lamenta la persistencia de este problema, incluido
el abuso sexual como práctica recurrente, así como la impunidad
de los agresores (artículos 3 y 7 del Pacto )
El Estado Parte debe tomar las medidas adecuadas para comba-
tir la violencia doméstica y asegurar que se juzgue a los respon-

















































Estado Parte a educar a la población en su conjunto sobre la
necesidad de respetar los derechos y la dignidad de las mujeres.
10. El Comité toma nota de las medidas adoptadas por el Estado
Parte con relación a la planificación familiar. Sin embargo, sigue
preocupado por los altos índices de mortalidad infantil y mater-
na, especialmente en zonas rurales. El Comité reitera su preocu-
pación por la legislación indebidamente restrictiva del aborto que
induce a las mujeres a recurrir a formas inseguras e ilegales de
aborto con riesgos latentes para sus vidas y salud (artículos  6 y
24 del Pacto).
El Estado Parte debe adoptar medidas efectivas para reducir la
mortalidad infantil y materna mediante, entre otras, la revisión de
su legislación relativa al aborto para que concuerde con el Pacto,
y el acceso de la población a los medios anticonceptivos, espe-
cialmente en zonas rurales.
11. El Comité toma nota con preocupación de la persistencia del uso
excesivo de la fuerza por parte de agentes de seguridad y del
personal penitenciario como práctica común, incluyendo golpes
y muerte de personas. También preocupa al Comité el hecho que
la mayor parte de los miembros de la Policía Nacional compren
sus propias armas sin ningún tipo de control estatal al respecto.
Esta situación, junto con la impunidad y la falta de entrenamiento
de la fuerzas de seguridad, incitaría al uso desproporcionado de
armas de fuego, resultando en muertes ilegales (artículo 6 y 7
del Pacto).
El Estado Parte debe proporcionar y controlar todas las armas
pertenecientes a las fuerzas de policía. Debe proporcionarse, asi-
mismo, educación adecuada en materia de derechos humanos al
personal encargado de hacer cumplir la ley para cumplir con los
Principios de Naciones Unidas sobre el uso de la fuerza y de
armas de fuego por los oficiales encargados de hacer cumplir la
ley. El Estado Parte debe asegurar que se investiguen minuciosa-
mente las alegaciones sobre el uso excesivo de la fuerza y que se
procese a los responsables. Las víctimas de estas prácticas de-
ben recibir una indemnización justa y adecuada
12. Si bien el Comité acoge con satisfacción la creación de Unidades
Especiales de Derechos Humanos en el Ministerio Público, la-
menta, al mismo tiempo, que ninguno de los 56 casos de tortura
investigados por dicha oficina haya resultado en el enjuiciamien-
to de los responsables de estos actos de tortura (artículo 7 del
Pacto).
El Estado Parte debe juzgar a los responsables de los actos de





























































































mas de estos actos deben recibir una indemnización justa y ade-
cuada.
13. Es motivo de preocupación para el Comité la persistencia en el
Estado Parte del tráfico de mujeres, niños y niñas con fines de
explotación sexual, especialmente en la región de la triple fronte-
ra (artículos 3, 8, y 24 del Pacto).
El Estado Parte debe tomar medidas urgentes y apropiadas para
erradicar esta práctica y que haga lo posible para identificar, asis-
tir e indemnizar a las víctimas de la explotación sexual.
14. El Comité lamenta que el Estado Parte no haya proporcionado
información detallada sobre las medidas adoptadas para erradi-
car la práctica del reclutamiento de niños en el servicio militar y
le preocupa la persistencia de esta práctica, particularmente en
las zonas rurales. Los niños soldados serían utilizados como mano
de obra forzosa, habiéndose denunciado asimismo casos de malos
tratos y muerte (artículos 6, 8 y 24 del Pacto).
El Estado Parte debe erradicar la práctica del reclutamiento de
niños para el servicio militar, investigar los casos de malos tratos
y muertes de conscriptos e indemnizar a las víctimas.
15. El Comité toma nota con agrado de los esfuerzos del Estado Par-
te para acelerar los procesos relativos a casos de personas en
prisión preventiva. Sin embargo, lamenta la alta proporción de
reclusos en prisión preventiva, así como las dificultades de acce-
so adecuado de las personas en detención provisional a una de-
fensa pública capaz de representar efectivamente los intereses
de las personas detenidas (artículos 9 y 14 del Pacto).
El Estado Parte debe corregir las prácticas arribas mencionadas y
asegurar que la Oficina de la Defensa Pública cuente con el per-
sonal y los recursos necesarios.
16. Al Comité le preocupan las condiciones carcelarias en el Estado
Parte, a saber, el hacinamiento, las deficientes condiciones de
reclusión, la falta de separación entre acusados y condenados,
entre menores y adultos y entre mujeres y hombres (artículos 7 y
10 del Convenio).
El Estado Parte debe mejorar las condiciones carcelarias para
adecuarlas a los requisitos del artículo 10 del Pacto.
17.  El Comité lamenta la falta de criterios objetivos en relación al
nombramiento y destitución de jueces, incluidos los de la Corte
Suprema, lo que puede menoscabar la independencia judicial
(artículo 14 del Pacto).


















































18. El Comité acoge con satisfacción  el reconocimiento de la obje-
ción de conciencia al servicio militar en la Constitución del Para-
guay y las medidas provisorias tomadas por la Cámara de Diputa-
dos para garantizar su cumplimiento ante la falta de regulación
específica de este derecho. Sin embargo, lamenta que las zonas
rurales no cuenten con acceso a la información sobre la objeción
de conciencia (artículo 18 del Pacto).
El Estado Parte debe regular de forma específica la objeción de
conciencia, para asegurar el ejercicio efectivo de este derecho y
garantizar la difusión adecuada de información sobre su ejercicio
entre toda la  población.
19. El Comité acoge con satisfacción la mejora de la situación de la
libertad de expresión en el Estado Parte. Sin embargo, le preocu-
pa la existencia de procesos de difamación contra periodistas
que podrían ser motivados políticamente (artículo 19 del Pacto).
El Estado Parte debe asegurar que los casos de difamación no
impidan el libre ejercicio de este derecho.
20. Al Comité observa con inquietud que la ley 1066/1997 limita en
la práctica el derecho de manifestación pacífica al establecer con-
diciones irrazonables de tiempo, lugar y número de manifestan-
tes y al requerir previa autorización policial (artículo 21 del Pacto).
El Estado Parte debe modificar dicha legislación para asegurar el
libre ejercicio del derecho a la manifestación pacífica.
21. El Comité nota que, a pesar de existir cierto progreso normativo e
institucional, el trabajo infantil persiste, así como la situación de
un elevado número de niños de la calle (artículos 8 y 24).
El Estado Parte debe adoptar medidas para asegurar el respecto
de los derechos del niño, incluyendo medidas urgentes para erra-
dicar el trabajo infantil.
22. El Comité observa con satisfacción la campaña lanzada por el
Estado parte para promover el registro de niños. Sin embargo, el
Comité lamenta la persistencia de un alto índice de niños no
registrados, especialmente en zonas rurales y en comunidades
indígenas (artículos 16, 24 y 27).
El Comité recomienda que el Estado parte intensifique el registro
de niños en la totalidad de su territorio y que mantenga informa-
do al Comité sobre el tema.
23. Si bien el Comité toma nota de las iniciativas adoptadas por el
Estado Parte para restituir las tierras ancestrales a las comunida-
des indígenas, le preocupa la falta de progreso significativo en la





























































































El Estado Parte debe acelerar la efectiva restitución de las tierras
ancestrales indígenas.
24. El Comité pide que el segundo informe periódico del Estado Par-
te y las presentes observaciones finales sean publicados y difun-
didos ampliamente en el Estado Parte en sus idiomas oficiales.
25. De conformidad con el párrafo 5 del artículo 71 del reglamento
del Comité, el Estado Parte debería proporcionar, en el plazo de
un año, la información pertinente sobre la evaluación de la situa-
ción y el cumplimiento de las recomendaciones del Comité con-
tenidas en los párrafos 7, 12, 17 y 21.
26. El Comité pide que en su próximo informe, que ha de presentar-
se antes del 31 de octubre de 2008, el Estado Parte comunique
información sobre las demás recomendaciones formuladas y so-















































































derechos de las mujeres*
Carolina Thiede Arias1
Coordinación de Mujeres del Paraguay (CMP)
* El presente artículo utiliza como fuente principal de información los artículos “Así lo hici-
mos”, de Elba Núñez y Line Bareiro; “Presentación del informe sombra ante el Comité para la
Eliminación de la Discriminación contra la Mujer”, de Graciela Mendoza y María Molinas;
y “Las recomendaciones del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mu-
jer al Paraguay”, de Hugo Valiente, todos publicados en el libro “Informe Sombra Cedaw.
Vigilancia ciudadana sobre los derechos humanos de las mujeres”, publicado por el
Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer (Cladem)
Paraguay, la CMP y el Centro de Documentación y Estudios (CDE) en septiembre de 2005.
1 Integrante del Área Mujer del Centro de Documentación y Estudios (CDE), organización
asociada a la Coordinación de Mujeres del Paraguay (CMP).
MECANISMOS DE PROTECCIÓN DE LOS
DERECHOS HUMANOS
Paraguay, en su carácter de Estado parte de la Organización de las
Naciones Unidas (ONU) y de la Organización de Estados Americanos
(OEA), ha firmado y ratificado un número relevante de declaraciones,
convenciones y protocolos, tanto del Sistema Universal de Derechos
Humanos como del denominado Sistema Interamericano de Derechos
Humanos. La Constitución Nacional coloca jerárquicamente estas
normas internacionales en un orden superior de prelación a las leyes y
a otras disposiciones jurídicas, lo que define la integración total de la
legislación supranacional al derecho positivo nacional. En esta línea,
las obligaciones contraídas con la firma y ratificación de las conven-
ciones y sus respectivos protocolos no sólo comprometen al Estado a

















































2 Estos son: el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, el Comité de Derechos
Humanos, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Comité contra la
Tortura, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer y el Comité de
los Derechos del Niño.
las recomendaciones, observaciones generales y sentencias emana-
das de los órganos cuasijudiciales y judiciales de verificación de cum-
plimiento de cada tratado.
En este marco, el sistema de protección de derechos humanos de la
ONU mantiene seis comités de personas expertas que realizan la ta-
rea de supervisión de cumplimiento de los tratados por parte de los
Estados signatarios2 y nuestro país está obligado frente a todos ellos.
El presente artículo se refiere a dos experiencias de vigilancia ciudadana
de los derechos de las mujeres, frente a los comités que han examinado
a Paraguay durante el 2005: el Comité para la Eliminación de la Discrimi-
nación contra la Mujer y el Comité de Derechos Humanos.
La creación de estos órganos de supervisión de los Estados y la posi-
bilidad de que ciudadanos y ciudadanas recurran ante la ONU a través
de procedimientos de quejas o informes temáticos son considerados
como uno de los principales avances del sistema de protección de los
derechos humanos. En los últimos años, las organizaciones y grupos
de la sociedad han tomado un rol protagónico frente a los comités
examinadores, convirtiéndose en el contrapeso de los informes pre-
sentados por los gobiernos, muchas veces incompletos e inexactos en
su apreciación de la situación de vigencia de los derechos humanos
en sus países. La presentación de informes alternativos o informes
sombra es actualmente un complemento reconocido durante los pro-
cesos de examen de los informes estatales y en ocasiones la opinión
de las organizaciones es tomada en cuenta para la redacción de las
observaciones finales públicas que el comité presenta al Estado al
término de la sesión.
En el caso paraguayo, el contenido insuficiente de los informes oficia-
les examinados durante el 2005 ha hecho impostergable la necesidad
de contar con información alternativa desde la sociedad civil. Con
respecto al “Segundo Informe Periódico del Paraguay”, presentado por
el gobierno con arreglo al artículo 40 del Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos, la CODEHUPY lamentó “que el Estado se haya
limitado a transcribir avances legislativos y no haya informado con
franqueza sobre los obstáculos y dificultades que enfrenta el Paraguay













































































Pacto, desperdiciando la oportunidad de realizar un sincero y público
examen al respecto”3.
Por su parte, las organizaciones responsables del “Informe Sombra
Estado de cumplimiento de la Convención sobre la Eliminación de
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (Cedaw)”, el Co-
mité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de
la Mujer (Cladem) - Paraguay y la CMP han referido que “no resulta
claro el lugar desde el cual el Estado paraguayo realiza su informe,
pues no permite precisar sobre las responsabilidades que le compe-
ten como emisor del mismo (...). Es recomendable un mayor ajuste a
las directrices relacionadas con la forma y el contenido de los infor-
mes que deben presentar los Estados Parte” y que “la denominación y
el contenido de los artículos en muchos casos resultan incomprensi-
bles con respecto al contenido de los artículos de la Convención y las
Recomendaciones Generales del Comité, que pareciera no se han te-
nido en cuenta”.
LA VIGILANCIA DE LOS DERECHOS DE LAS
MUJERES
La vigilancia de los derechos de las mujeres a través de estos meca-
nismos está sostenida en el hecho de que los tratados expresan clara-
mente en sus textos que el goce de los derechos protegidos debe
darse en absolutas condiciones de igualdad y sin ningún tipo de dis-
criminación por motivos de raza, religión, nacionalidad, opción políti-
ca y sexo. Además, dos de ellos reconocen explícitamente la igualdad
de la mujer: por supuesto, la Cedaw, el tratado de derechos humanos
más importante para el monitoreo y exigencia de los derechos de las
mujeres4, y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos5. En
el caso de este último, las herramientas fundamentales para la efecti-
va visiblidad y transversalidad de una perspectiva de género son el
artículo 3 sobre igualdad entre mujeres y hombres, el artículo 26 so-
bre el derecho a la igualdad y no discriminación y la Observación
General Nº 286 sobre el artículo 3. Las observaciones generales son
emitidas por el Comité para fortalecer pautas de interpretación de la
3 El “Informe alternativo de la CODEHUPY al Segundo Informe Periódico del Estado de Para-
guay” fue presentado con motivo del 85º período de sesiones del Comité de Derechos Huma-
nos, los días 17 y 18 de octubre de este año, en Ginebra. El Estado paraguayo fue examinado
por segunda vez por este Comité los días 19 y 20 del mismo mes.
4 La Cedaw fue adoptada por la Asamblea General de la ONU en diciembre de 1979 y ratificada
por nuestro país sin reservas en 1986 (Ley Nº 1.215/86). Además, su Protocolo Facultativo
fue recientemente ratificado por Ley Nº 1.683/01.
5  Garretón, Roberto. “La Protección Internacional de Derechos Humanos” (en línea). Instituto
Interamericano de Derechos Humanos. <http://www.iidh.ed.cr/documentos/herrped/
PedagogicasEspecializado/15.htm> San José, Costa Rica, 2002 [consulta: noviembre de 2005].


















































convención y en el caso particular de la Observación General N° 28 se
explicita qué tipo de cuestiones deben ser tenidas en cuenta a la hora
de informar sobre los derechos protegidos en el pacto, definiendo,
entre otras cosas, la obligación del Estado no sólo de adoptar medi-
das de protección, sino también medidas positivas para el empodera-
miento de las mujeres en forma efectiva e igualitaria, y la necesidad
de proporcionar información en el artículo sobre derecho a la vida con
relación a las medidas adoptadas para la prevención de embarazos no
deseados y para que las mujeres dejen de recurrir a abortos clandes-
tinos que ponen en peligro su vida.
Paraguay ha ratificado estos dos instrumentos hace muchos años y se
han presentado informes oficiales en ocasiones anteriores. Sin embar-
go, el proceso de informar desde las organizaciones de derechos hu-
manos y de mujeres en forma paralela al Estado es nuevo. No obstan-
te, para el movimiento feminista la Cedaw cobró importancia ya en
1987 como texto orientador del proceso de elaboración participativa
del anteproyecto de modificación parcial del Código Civil iniciado con
el Primer Encuentro Nacional de Mujeres. Un antecedente directo es
la presentación en 1990, por parte de la CMP, de la primera denuncia
internacional contra el gobierno de transición del general Andrés
Rodríguez por la no aplicación de un instrumento de derechos huma-
nos ratificado por el país. A raíz de esta denuncia, que no tuvo res-
puesta a nivel internacional por haber sido dirigida a la instancia erra-
da, se realizó el primer informe estatal de cumplimiento de la Cedaw
con el apoyo directo de las organizaciones de mujeres.
Otra experiencia relevante relacionada al monitoreo de los compromi-
sos internacionales asumidos por el Estado paraguayo es el segui-
miento a la Declaración y Plataforma de Acción de la IV Conferencia
Mundial sobre la Mujer de las Naciones Unidas realizada en Beijing,
China, en 1990. Apenas terminada la IV Conferencia, la CMP convocó,
junto al Sistema de Naciones Unidas en Paraguay y la Secretaría de la
Mujer, una reunión para la priorización de los compromisos asumidos.
A partir de ese momento quedó constituida la Mesa Tripartita de Se-
guimiento a la Implementación de la Plataforma de Acción de Beijing,
para el monitoreo, seguimiento y evaluación de las acciones realiza-
das en dicho marco, espacio de diálogo que hoy en día sigue vigente.
La presentación de informes desde las organizaciones también ha sido
parte de esta experiencia: el primero, publicado por la CMP a los cin-
co años de implementación de la Plataforma, y el segundo, aún en
proceso de edición, es realizado con motivo de los 10 años de la
Plataforma por la Mesa Tripartita.
La decisión con que actualmente se abocan las organizaciones de













































































de la mujeres organizadas frente al gobierno, es fruto de una apropia-
ción mayor de los instrumentos de protección de los derechos huma-
nos, aún insuficiente pero en franco aumento, y de la capacidad de
trabajo articulado entre diferentes grupos, incluidas las redes de dere-
chos humanos. El objetivo principal está puesto en la posibilidad de
utilizar el resultado de estos procesos de vigilancia ciudadana en ac-
ciones de incidencia, cabildeo político y exigibilidad jurídica de los
derechos de las mujeres, ampliando así las posibilidades de lograr
cambios sustantivos en la política gubernamental y las leyes vigentes
que todavía discriminan a las mujeres.
Exámenes al Estado paraguayo y el rol de la sociedad civil
El 2005 ha sido un año rico en experiencias relacionadas a la deman-
da desde las organizaciones sociales para el cumplimiento de los com-
promisos internacionales asumidos por el Estado en materia de dere-
chos humanos. Para las organizaciones de mujeres en particular, el
proceso Cedaw constituyó un hito con resultados visibles y aprendiza-
jes fundamentales. A partir de la presentación por parte del gobierno
paraguayo del “Quinto Informe Periódico sobre el estado de cumpli-
miento de la Cedaw” y su inclusión en la agenda del 32º periodo del
Comité de Expertos/as que evalúa la aplicación de la Convención por
los Estados parte, se iniciaron una serie de acciones destinadas a
monitorear al Estado.
Las dos redes feministas del país, la CMP y Cladem Paraguay, concre-
taron una alianza de trabajo a partir del impulso ofrecido por Cladem
Regional, institución con amplia experiencia desarrollada en diversos
países de la región. Desde su formulación, la propuesta pretendió de-
sarrollar un proceso participativo de monitoreo, con la articulación de
diferentes organizaciones sociales que pudieran respaldar y garantizar
mayor impacto al propio informe sombra y a las observaciones finales
al Estado paraguayo que derivarían del 32º periodo de sesión del Co-
mité Cedaw. Este objetivo se concretó principalmente a través del
taller de consulta realizado antes de la presentación del informe som-
bra en noviembre de 2004, y posteriormente durante otro taller reali-
zado en marzo de este año, destinado a la difusión de los resultados
obtenidos, ambos con amplia y representativa participación de orga-
nizaciones sociales. El resultado palpable de este esfuerzo por incluir
a otros grupos de la sociedad civil fue la adhesión de 24 organizacio-
nes a la presentación del informe y el compromiso de realizar en for-
ma conjunta acciones de monitoreo a las observaciones finales al
Estado emitidas por el Comité Cedaw.
La publicación en septiembre de este año del material “Informe Som-
bra Cedaw. Vigilancia ciudadana sobre los derechos humanos de las

















































boración, el cabildeo ante el Comité y la importancia de las recomen-
daciones emitidas, y el texto completo del Informe Sombra elaborado
por Cladem y CMP. Además, incorpora como anexos los tres informes
presentados por Paraguay hasta el momento, la lista de preguntas
formuladas por el Grupo de Trabajo Presesional, las respuestas por
escrito a esas preguntas enviadas por el Estado paraguayo, las obser-
vaciones finales del Comité Cedaw tras el proceso de examen y las
observaciones finales emitidas ya en 1996, como punto de referencia.
Con toda esta documentación publicada se completa el ciclo del exa-
men periódico de los Estados partes, que comprende la presentación
del informe estatal, la lista de preguntas del Comité, las respuestas
escritas a las preguntas y las observaciones finales7.
El Informe Sombra Cedaw8 –que pretende ser “sombra” pero también
alternativo, ya que además de dialogar con el informe gubernamental
presenta a su vez el estado de cumplimiento de cada artículo– desa-
rrolla en profundidad los puntos señalados previamente en el preinforme
presentado al Comité tiempo antes de la sesión como apoyo para la
elaboración de preguntas al Estado.
En el resumen ejecutivo del documento se identifican nudos críticos
en las discriminaciones por razones de género que requieren una ac-
tuación inmediata y eficaz por parte del Estado; estos son: a) la persis-
tencia de altas tasas de mortalidad materna, el escaso acceso a servi-
cios de atención médica y la permanencia de la penalización de la
práctica del aborto, una de las principales causas de muertes mater-
nas; b) el aumento de las denuncias sobre violencia doméstica contra
la mujer, los obstáculos existentes para el acceso a la justicia de las
mujeres víctimas y la falta de atención oportuna y calificada por parte
de las instituciones públicas ante los casos de violencia; c) la
feminización de la pobreza, la desigualdad salarial para las mujeres, la
falta de aplicación de la protección de la maternidad, el acoso sexual
a las mujeres trabajadoras y la discriminación por orientación sexual,
y la persistencia de la discriminación al trabajo doméstico remunera-
do en cuanto a jornadas laborales, seguridad social y prestaciones
sociales; d) la inexistencia de políticas públicas para modificar patro-
nes socioculturales de conducta de hombres y mujeres que reprodu-
cen prácticas discriminatorias y sexistas, y la discriminación a muje-
res campesinas, pobres y guaraní hablantes en el acceso y calidad de
la educación; y, por último, e) la desigualdad e inequidad que enfren-
tan las mujeres rurales e indígenas en todos los ámbitos, incluyendo
7  Toda esta documentación oficial del Estado paraguayo y del sistema universal de protección
de los derechos humanos se encuentra disponible en el sitio web http://www.un.org/
womenwatch/daw/cedaw
8 El Informe Sombra Cedaw presentado durante la sesión del Comité se encuentra en línea en el
sitio web www.cladem.org/espanol/regionales/monitoreo_convenios/cedawpy2005.asp y en













































































la inexistencia de políticas públicas que garanticen el acceso a la pro-
piedad de la tierra a estas mujeres y la aplicación de políticas represi-
vas con desalojos violentos donde las campesinas son víctimas de
tratos crueles y discriminatorios.
En cuanto al segundo proceso de vigilancia ciudadana, impulsado en
el 2005 por las organizaciones de la sociedad civil, esta vez nucleadas
en la CODEHUPY, podemos recuperar para el monitoreo de los dere-
chos de las mujeres la redacción del “Artículo 3 – Igualdad de hom-
bres y mujeres” del “Informe alternativo de la CODEHUPY al Segundo
Informe Periódico del Estado de Paraguay”, presentado en virtud del
artículo 40 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,
cuya fuente principal fue el Informe Sombra Cedaw. Otros temas de
relevancia para las mujeres informados por CODEHUPY, en ausencia
de datos por parte del Estado, son, entre otros: a) la inadecuada pro-
tección a las víctimas que proveen los sistemas procesales vigentes,
en particular en casos de violencia doméstica, delitos contra niños y
niñas y delitos contra la autonomía sexual (Deberes de protección y
garantía, artículo 2.3); b) el no reconocimiento de la incidencia de la
penalización discriminatoria del aborto en la alta tasa de mortalidad
materna, los inadecuados controles prenatales y la falta de servicios
de salud oportunos, accesibles y de calidad (Derecho a la vida, artícu-
lo 6); c) la persistencia de prácticas contrarias al artículo 8 del Pacto,
como el trabajo infantil doméstico en hogares de terceros y otras prác-
ticas análogas a la esclavitud de niños, niñas y adolescentes, la trata
de mujeres y niñas con fines de explotación sexual, la explotación
sexual de niñas y el uso de niños y niñas en la pornografía (Prohibi-
ción de la esclavitud y servidumbre, artículo 8).
LAS OBSERVACIONES FINALES
Así como actualmente se reconoce que las disposiciones de los trata-
dos de derechos humanos obligan al Estado signatario, las observa-
ciones y recomendaciones que realizan los órganos de vigilancia de
dichos tratados al concluir el procedimiento de examen al Estado par-
te son también de cumplimiento obligatorio y deben ser observadas
para garantizar la vigencia de dichos instrumentos. Estas observacio-
nes finales son difundidas ampliamente a nivel internacional y a tra-
vés de los medios de comunicación, y constituyen en el ámbito de los
derechos humanos la opinión más especializada emitida por un orga-
nismo internacional sobre el tema abordado. Inclusive, la reiteración
sistemática de una situación de violación a los artículos del tratado
puede concluir con la aplicación de medidas más radicales de sanción

















































De ahí la importancia fundamental de que las observaciones finales de
los Comités –en este caso del Comité Cedaw y del Comité de Derechos
Humanos– recojan, como sucedió en el proceso a Paraguay, las preocu-
paciones elevadas por la sociedad civil en sus informes sombra o alterna-
tivos a la información oficial. De cara a garantizar los derechos de las
mujeres en Paraguay, las observaciones remitidas por ambos Comités al
Estado paraguayo durante el 2005 (muchas de ellas emitidas ya en reco-
mendaciones anteriores) constituyen una herramienta privilegiada para
las instancias, gubernamentales o privadas, interesadas en el cumplimiento
de estos compromisos internacionales. Un indicador favorable en este
sentido es la reciente creación de la Mesa de Aplicación de la Cedaw,
espacio de coordinación impulsado por la Secretaría de la Mujer que
agrupa a diferentes instituciones estatales.
Las observaciones finales y recomendaciones al Estado paraguayo
relacionadas a los derechos humanos de las mujeres, que cobran es-
pecial importancia por ser mencionadas tanto por el Comité Cedaw
como por el Comité de Derechos Humanos o por su reiteración en
anteriores periodos de examen, son:
- en lo referente a la situación de pobreza, desigualdad e inequidad
de las mujeres indígenas y campesinas, se recomienda la aplica-
ción inmediata y efectiva del Estatuto Agrario y la ejecución de
programas de formación profesional para mujeres rurales. Es ur-
gente garantizar la participación de las mujeres rurales e indíge-
nas en la formulación de políticas públicas, la ejecución de pro-
gramas educativos bilingües, la aplicación de medidas urgentes
para garantizar acceso a la salud y educación principalmente de
las mujeres indígenas y difundir ampliamente entre estos grupos
la Cedaw y su Protocolo Facultativo;
- la discriminación contra la mujer persiste en la práctica y un ejem-
plo representativo es la discriminación de la mujer respecto de
las condiciones en el trabajo, por lo tanto el Estado debe asegu-
rar que la protección legislativa en contra de la discriminación de
género se aplique y que las instituciones creadas con tal propósi-
to reciban financiamiento adecuado para su correcto funciona-
miento. Además, se deben establecer mecanismos de vigilancia
y evaluación de la ejecución y repercusión de los planes y políti-
cas actuales destinados a lograr la igualdad para las mujeres y
adoptarse medidas para asegurar la igualdad de condiciones la-
borales entre hombres y mujeres, y para aumentar la participa-
ción de la mujer en todas las áreas de la vida pública y privada,
principalmente en lo referido a las mujeres indígenas y campesi-













































































- la violencia doméstica y contra la mujer persiste como práctica
recurrente, por lo que el Estado debe adoptar un enfoque integral
para acabar con el flagelo, incluyendo la adopción de medidas
que aseguren la sanción adecuada de los autores, la revisión de
la legislación penal, el establecimiento de albergues y otros servi-
cios, la sensibilización de funcionarios públicos y la coordinación
con organizaciones de la sociedad civil;
- persisten los altos índices de mortalidad materna, especialmente
en zonas rurales, por lo que ambos comités han reiterado su
preocupación por la legislación indebidamente restrictiva del abor-
to que induce a las mujeres a recurrir a formas inseguras e ilega-
les de aborto con riesgos latentes para sus vidas y salud. Se
recomendó adoptar medidas efectivas para reducir la mortalidad
materna a través de la revisión de la legislación relativa al aborto
y el acceso de la población a los medios anticonceptivos. Especí-
ficamente, el Comité Cedaw recomendó la celebración de una
consulta nacional sobre el tema con grupos de la sociedad civil,
incluidos los grupos de mujeres; y
- los numerosos casos de tráfico y trata de mujeres, niños y niñas
con fines de explotación sexual demandan medidas urgentes y
apropiadas para erradicar esta práctica, como la adecuación de
la legislación a los protocolos internacionales sobre el tema, apli-
car y financiar una estrategia para combatir la trata, garantizar el
juicio y castigo de los responsables y mejorar la situación econó-






















































Comité para la Eliminación de la
Discriminación contra la Mujer
32º período de sesiones
10 a 28 de enero de 2005
OBSERVACIONES FINALES: PARAGUAY
1. El Comité examinó los informes periódicos tercero y cuarto combi-
nados y quinto de Paraguay (CEDAW/C/PAR/3 y 4 y CEDAW/C/PAR/
5 y Corr.1) en sus sesiones 671a y 672a, celebradas el 14 de enero de
2005.
PRESENTACIÓN POR EL ESTADO PARTE
2. Al presentar el informe, la representante de Paraguay señaló las
principales acciones desarrolladas por el actual Gobierno, inaugurado
el 15 de agosto de 2003, y por la Secretaría de la Mujer de la Presi-
dencia de la República, y se refirió a la Convención como el marco
jurídico para impulsar reformas civiles y constitucionales para alcan-
zar la igualdad entre mujeres y hombres.
3. La representante indicó los avances que se han logrado en el cam-
po legislativo desde la ratificación de la Convención e informó que se
han introducido modificaciones en los Códigos Civil, Laboral, Electoral
y Penal, con el fin de garantizar la igualdad y no discriminación de las
mujeres en los respectivos ámbitos. La representante destacó la pro-
mulgación de la Ley 1600 contra la violencia doméstica, así como la
aprobación del Código de la Niñez y la Adolescencia y el Estatuto
Agrario.
4. En el plano institucional, la Secretaría de la Mujer inició un Plan de
Modernización Institucional, reafirmando su rol normativo, político y
estratégico y definiendo políticas integrales para la implementación
del segundo Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades entre Muje-
res y Hombres (2003-2007). La representante destacó la creación de
la Comisión de Género y Equidad Social de la Cámara de Diputados y
de la Comisión de Equidad, Género y Desarrollo Social de la Cámara
de Senadores, y la instalación de programas para lograr la igualdad













































































dentro de la Estrategia Nacional de la Lucha contra la Pobreza y la
Exclusión Social.
5. La representante informó al Comité sobre los avances en cuanto a
la participación política de las mujeres y subrayó la inclusión de una
mujer en la Corte Suprema de Justicia del Paraguay después de 94
años y la presencia de mujeres en los puestos de más alto rango en
varios Ministerios. La representante además destacó los esfuerzos para
fomentar la participación de la mujer mediante el aumento de la cuota
de participación al 50%.
6. La representante señaló las medidas adoptadas contra la violencia
doméstica, tales como programas de difusión, capacitación e imple-
mentación de la Ley 1600; la continuación del Plan Nacional para la
Prevención y la Sanción de la Violencia contra la Mujer y de la Red
Nacional de Atención a la Violencia Doméstica; la firma de un Conve-
nio con el Programa de Asistencia para la rehabilitación en casos de
violencia masculina; y varios programas de capacitación.
7. La representante recalcó que desde inicios de 2003 se cuenta con
un nuevo Plan Nacional de Salud Sexual y Reproductiva (2003-2008),
que contempla la atención a los principales problemas que afectan a
las mujeres, como la muerte durante el embarazo, parto o puerperio.
Dentro de este Plan se inició un programa denominado Parto Seguro,
que proporciona atención gratuita a embarazadas y niñas/niños de
hasta cinco años de edad. Con el fin de prevenir la infección por el
VIH/SIDA y promover el acceso a opciones preventivas para las muje-
res, mujeres líderes firmaron la Declaración de Compromiso dentro
del marco del encuentro “Mujeres venciendo al VIH/SIDA”.
 8. La representante indicó los avances del Programa Nacional de Igual-
dad de Oportunidades y Resultados para la Mujer en la Educación,
como la inclusión del componente de género en la reforma curricular,
materiales educativos y capacitación de docentes. La representante
se refirió a la problemática del acoso sexual, del que son víctimas
mayoritariamente las alumnas, como uno de los desafíos que enfrenta
el Ministerio de Educación y Cultura, e informó al Comité sobre las
medidas adoptadas al respecto.
9. La representante señaló los planes del actual Gobierno para afron-
tar la trata de personas, dentro de los cuales se destaca la formación
de una mesa interinstitucional coordinada por el Ministerio de Rela-
ciones Exteriores, con la participación de la sociedad civil, y proyectos
bilaterales que contemplan el estudio de leyes y vacíos legales, la
conformación de una red nacional contra la trata de personas y la

















































10. En conclusión, la representante reafirmó al Comité el compromiso
del Gobierno de alcanzar la igualdad entre mujeres y hombres y reite-
ró la disposición de la delegación de participar en un diálogo cons-
tructivo.
OBSERVACIONES FINALES DEL COMITÉ
Introducción
11. El Comité expresó su agradecimiento al Estado parte por los infor-
mes periódicos tercero y cuarto combinados y quinto, si bien señaló
que no se habían atenido enteramente a las directrices del Comité
relativas a la preparación de informes periódicos. El Comité expresó
también su agradecimiento al Estado parte por las respuestas por es-
crito a la lista de cuestiones y preguntas planteadas por el grupo de
trabajo del Comité antes del período de sesiones y por la exposición
oral y aclaraciones adicionales en respuesta a las preguntas formula-
das oralmente por el Comité.
12. El Comité encomió al Estado parte por su delegación de alto nivel,
presidida por el Ministro a cargo de la Secretaría de la Mujer en la
Presidencia de la República y que estuvo integrada también por fun-
cionarios de los poderes judicial y legislativo. A ese respecto, el Comi-
té acogió con beneplácito las iniciativas de colaboración del Estado
parte con diversos interesados directos para fomentar la igualdad de
género y la aplicación de la Convención. El Comité observó con bene-
plácito el diálogo constructivo entre la delegación y los miembros del
Comité.
Aspectos positivos
13. El Comité encomió al Estado parte por la revisión y sanción de
varias leyes, incluida la revisión de los Códigos Penal y Civil y de la Ley
Electoral, así como por la sanción de la Ley 1600 relativa a la violencia
doméstica. En particular, acogió con beneplácito la introducción de
disposiciones en el Código Laboral para proteger los derechos de los
trabajadores domésticos en el sector no estructurado.
14. El Comité observó con agrado la aprobación del segundo Plan
Nacional de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres
(2003-2007), el segundo Plan Nacional de Salud Sexual y Reproducti-
va (2003-2008), el Programa Nacional de Igualdad de Oportunidades
y Resultados para la Mujer en la Educación y el Plan Estratégico de la













































































castellano y guaraní), de los que derivará provecho, en particular, la
mujer.
15. El Comité acogió con beneplácito las iniciativas encaminadas a
fortalecer los mecanismos nacionales para el adelanto de la mujer,
incluida la creación de la Comisión de Género y Equidad Social de la
Cámara de Diputados, la Comisión de Equidad, Género y Desarrollo
Social de la Cámara de Senadores y de direcciones para asuntos de la
mujer en diversos ministerios y municipios del país.
16. El Comité elogió al Estado parte por su ratificación, en mayo de
2001, del Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación
de todas las formas de discriminación contra la mujer.
Problemas principales y recomendaciones
17. El Comité observó que el Estado parte estaba obligado a dar efec-
to, en forma sistemática y permanente, a todas las disposiciones de la
Convención. Al propio tiempo, opinó que el Estado parte debía dar
prioridad a los problemas y recomendaciones mencionado en las pre-
sentes observaciones finales en el intervalo hasta la presentación del
próximo informe periódico. En consecuencia, el Comité exhortó al
Estado parte a que se concentrara en esas esferas en sus actividades
de aplicación y a que informara de las medidas adoptadas y de los
resultados logrados en su próximo informe periódico. Exhortó al Esta-
do parte a que hiciera llegar las presentes observaciones a todos los
ministerios competentes y al Parlamento a fin de asegurar su aplica-
ción cabal.
18. El Comité expresó preocupación por que el Estado parte no hubie-
ra adoptado medidas adecuadas para poner en práctica las recomen-
daciones relativas a diversas inquietudes señaladas en anteriores ob-
servaciones finales en 1996 (documento A/51/38). En particular, ob-
servó que no se habían abordado de manera suficiente sus preocupa-
ciones por la baja participación de la mujer en los organismos de
adopción de decisiones y en la vida política y pública (párr. 129) y por
las elevadas tasas de analfabetismo y deserción escolar de las muje-
res (párr.130).
19. El Comité reiteró esas preocupaciones y recomendaciones e instó
al Estado parte a que procediera a abordarlas sin dilación, a la luz de
las recomendaciones generales 23, sobre la vida política y pública, y
de la 25, sobre el párrafo 1 del artículo 4 relativo a las medidas espe-
ciales de carácter temporal.
20. El Comité expresó preocupación de que, si bien en la Constitución

















































y 48, no había una definición de discriminación conforme al artículo 1
de la Convención ni una prohibición de esa discriminación ni en la
Constitución ni en otra legislación nacional. El Comité manifestó tam-
bién la inquietud de que, aunque la Convención formaba parte de la
legislación nacional y podía invocarse ante los tribunales, no había
causas en las que se hubiera invocado esas disposiciones. Al Comité
le preocupaba igualmente la falta de programas de difusión de cono-
cimientos jurídicos básicos para la mujer.
21. El Comité exhortó al Estado parte a que adoptara medidas urgen-
tes para incorporar en la Constitución u otra legislación nacional una
definición de discriminación contra la mujer como la contenida en el
artículo 1 de la Convención.
También pidió al Estado parte que adoptara medidas para asegurar
que las disposiciones de la Convención pudieran aplicarse eficazmen-
te en el ordenamiento jurídico nacional. El Comité invitó al Estado
parte a que adoptara medidas para sensibilizar a las mujeres acerca
de sus derechos, a fin que pudieran hacer valer todos sus derechos.
22. El Comité observó con inquietud que, aunque la Constitución se
refería al principio de igualdad, el término que fundamentalmente se
usaba en los planes y programas era el de “equidad”, que el Estado
parte consideraba como medio compensatorio de lograr igualdad.
23. El Comité instó al Estado parte a que tomara nota de que los
términos “equidad” e “igualdad” no eran sinónimos o intercambiables,
y que la Convención tenía por objeto eliminar la discriminación contra
la mujer y asegurar la igualdad de jure y de facto entre mujeres y
hombres. Por consiguiente, el Comité recomendó que el Estado parte
usara en lo sucesivo el término “igualdad”.
24. Aunque encomió al Estado parte por la sanción de la Ley 1600
relativa a la violencia doméstica, que estatuía medidas protectoras
para la mujer y otros miembros del hogar, en particular los niños y
ancianos, el Comité expresó inquietud por que la pena aplicada a los
autores de esa violencia fuera sólo una multa. También manifestó pre-
ocupación por que las disposiciones del Código Penal relativas a la
violencia doméstica y los vejámenes sexuales sancionaran esos deli-
tos en forma inadecuada.
25. El Comité exhortó al Estado parte a que adoptara un enfoque
integral de la violencia contra la mujer y la niña. Con ese fin, instó al
Estado parte a que emprendiera, sin dilación, una revisión del artículo
229 de la Ley 1600 relativa a la violencia doméstica y de los artículos
136 y 137 del Código Penal, para armonizarlos con la Convención y
con la recomendación general 19 del Comité, relativa a una lucha













































































cia física, psicológica y económica, para lo cual se había de asegurar
que los autores de esos actos fueran encausados y sancionados y que
las mujeres estuvieran protegidas eficazmente contra las represalias.
El Comité exhortó al Estado parte a que estableciera albergues y otros
servicios para las víctimas de la violencia. El Comité invitó al Estado
parte a que redoblara sus esfuerzos para sensibilizar a los funciona-
rios públicos, especialmente los funcionarios encargados de hacer
cumplir la ley, el poder judicial, los agentes de servicios de salud y los
asistentes sociales, e inculcar la idea que la violencia era social y
moralmente inadmisible y constituía una discriminación contra la mujer
y una violación de sus derechos humanos. El Comité alentó al Estado
parte a que mejorara la colaboración y coordinación con organizacio-
nes de la sociedad civil, en particular las asociaciones femeninas, para
fortalecer la aplicación y supervisión de la legislación y de los progra-
mas destinados a eliminar la violencia contra la mujer.
26. El Comité expresó inquietud por que la edad legal mínima para
contraer matrimonio fuera de 16 años, tanto para las niñas como para
los varones, y que esa edad precoz para contraer matrimonio impidie-
ra que las niñas continuaran su educación y abandonaran temprana-
mente la escuela.
27. El Comité alentó al Estado parte a que adoptara medidas para
aumentar la edad legal mínima para contraer nupcias para niñas y
varones, con miras a conformarla al artículo 1 de la Convención sobre
los Derechos del Niño, a tenor de la cual se entendía por niño al
menor de 18 años de edad, y con el párrafo 2 del artículo 16 de la
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discrimina-
ción contra la mujer.
28. A pesar de que apreciaba las iniciativas del Estado parte por abor-
dar la cuestión de la trata de mujeres y niñas, incluidas la ratificación
en 2003 de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delin-
cuencia Transnacional Organizada, en 2004 del Protocolo para preve-
nir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y
niños, y en 2003 del Protocolo facultativo relativo a la venta de niños,
la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía y el
establecimiento de una junta interinstitucional con representantes de
la sociedad civil para combatir la trata, el Comité estaba preocupado
por que no se hubiera sancionado legislación nacional conforme a
esos instrumentos y que las medidas sobre la explotación sexual y la
trata de niñas y niños estuvieran ausentes del Código de la Niñez y la
Adolescencia. También expresó preocupación por la falta de un plan
general para prevenir y eliminar la trata de mujeres, proteger a las

















































29. El Comité recomendó que el Estado parte conformara su legisla-
ción nacional a los instrumentos internacionales ratificados y aplicara
y financiara plenamente una estrategia nacional para combatir la trata
de mujeres y niñas, que debía incluir el enjuiciamiento y castigo de los
infractores. El Comité alentó también al Estado parte a que intensifica-
ra su cooperación internacional, regional y bilateral con otros países
de origen, tránsito y destino de mujeres y niñas objeto de la trata.
Recomendó que el Estado parte abordara las causas de la trata y
adoptara medidas encaminadas a mejorar: la situación económica de
la mujer a fin de eliminar su vulnerabilidad a los traficantes, las inicia-
tivas de educación y las medidas de apoyo social y las medidas de
rehabilitación y reintegración de las mujeres y niñas que habían sido
víctimas de la trata.
30. A pesar de que tomaba nota de las enmiendas del Código Laboral
en cuanto a los trabajadores domésticos, el Comité seguía preocupa-
do por la falta de cumplimiento del Código en los sectores público y
privado, las deficientes condiciones de trabajo de las mujeres en el
sector no estructurado, la baja participación de la mujer en el merca-
do de trabajo estructurado y las persistentes disparidades de sueldos
entre las mujeres y los hombres y las prácticas discriminatorias contra
los trabajadores domésticos, tales como la jornada de trabajo de 12
horas y la remuneración inferior al salario mínimo. El Comité, en parti-
cular, se declaró preocupado por el elevado número de niñas que
realizaban trabajos domésticos sin remuneración.
31. El Comité instó al Estado parte a que estableciera mecanismos
eficaces de supervisión del cumplimiento de la legislación vigente, en
particular en cuanto se aplicaba a los trabajadores domésticos. Tam-
bién instó al Estado parte a que aplicara medidas especiales de carác-
ter temporal conforme al párrafo 1 del artículo 4 de la Convención y la
recomendación general 25, para aumentar el número de mujeres en
la fuerza de trabajo estructurada. El Comité pidió al Estado parte que
abordara la cuestión de las niñas en el trabajo doméstico, conforman-
do sus política y su legislación a las obligaciones que había asumido
de conformidad con los Convenios de la Organización Internacional
del Trabajo No. 138 y No. 182, relativos respectivamente a la edad
mínima de admisión al empleo (14 años) y la prohibición de las peores
formas de trabajo infantil y la acción inmediata para su eliminación.
También alentó al Estado parte a que emprendiera campañas de sen-
sibilización por conducto de los medios de comunicación y los progra-
mas de educación pública sobre la situación de las niñas que realiza-
ban trabajos domésticos. El Comité instó al Estado parte a que rectifi-
cara las causas subyacentes de que hubiera un número tan elevado













































































32. El Comité seguía preocupado por la persistencia de elevadas ta-
sas de mortalidad materna, en particular las defunciones por abortos
ilegales, el acceso limitado de las mujeres a la atención de salud y a
los programas de planificación de la familia y la aparente necesidad
desatendida de anticonceptivos.
 33. El Comité reiteró la recomendación formulada en anteriores ob-
servaciones finales y exhortó al Estado parte a que actuara sin dila-
ción y adoptara medidas eficaces para resolver el problema de la ele-
vada tasa de mortalidad materna y para impedir que las mujeres tu-
vieran que recurrir a abortos peligrosos y para protegerlas de sus efec-
tos negativos sobre su salud, de acuerdo con la recomendación gene-
ral 24 del Comité sobre el acceso a la atención de salud y la Declara-
ción y Plataforma de Acción de Beijing. El Comité instó al Gobierno a
que fortaleciera la ejecución de programas y políticas encaminados a
brindar un acceso efectivo a las mujeres a la información sobre la
atención y los servicios de salud, en particular en materia de salud
reproductiva y métodos anticonceptivos asequibles, con la mira de
prevenir abortos clandestinos. Además, recomendó que se celebrara
una consulta nacional con grupos de la sociedad civil, incluidos los
grupos femeninos, para examinar la cuestión del aborto, que era ilegal
de acuerdo con el derecho vigente y que constituía una de las causas
de las elevadas tasas de mortalidad de las mujeres.
34. El Comité seguía preocupado por la situación de las mujeres en
las zonas rurales, que tenían un acceso limitado a la propiedad de la
tierra, el crédito y los servicios de extensión, circunstancia que perpe-
tuaba su deprimida condición social y económica, a pesar de la san-
ción del Estatuto Agrario. También se manifestó preocupado por el
uso generalizado de fertilizantes y plaguicidas que, en los casos de
uso indebido, eran nocivos para la salud de la mujer y sus familias en
las zonas rurales.
35. El Comité instó al Estado parte a que velara por los derechos, las
necesidades y las preocupaciones de las mujeres en el medio rural
mediante la aplicación, efectiva y sin dilación, del Estatuto Agrario y la
ejecución de programas de formación profesional para la mujer rural,
a fin de brindarle igualdad de oportunidades y acceso al mercado de
trabajo. Alentó asimismo al Estado parte a que velara por la participa-
ción de las mujeres en las zonas rurales en la formulación de las polí-
ticas encaminadas a beneficiar a las zonas rurales y para mejorar su
acceso a tecnologías ecológicamente racionales que no fueran perju-
diciales para su salud.
36. El Comité se dijo preocupado por las deficientes condiciones de
las mujeres indígenas, incluidas las mujeres guaraníes monolingües,

















































promedio nacional, las bajas tasas de matriculación escolar, el acceso
limitado a la atención de salud y los niveles significativos de pobreza,
que las impulsaba a migrar a los centros urbanos, donde eran aún
más vulnerables a sufrir múltiples formas de discriminación.
37. El Comité instó al Estado parte a que velara por que todas las
políticas y programas tuvieran explícitamente en cuenta las elevadas
tasas de analfabetismo y las necesidades de las mujeres indígenas,
incluidas las mujeres guaraníes monolingües, y que tratara activamente
de hacerlas participar en la formulación y aplicación de las políticas y
programas sectoriales. Recomendó que el Estado parte intensificara
la ejecución de programas educativos bilingües a todos los niveles de
educación y asegurara el acceso de las mujeres indígenas a la educa-
ción y la atención de salud. Alentó además al Estado parte a que
adoptara medidas especiales de carácter temporal de conformidad
con el párrafo 1 del artículo 4 de la Convención y la recomendación
general 25 del Comité, a fin de acelerar ese acceso de las mujeres
indígenas. El Comité recomendó que el Estado parte reforzara sus
programas de difusión, educación y capacitación sobre la Convención
y su Protocolo Facultativo entre las mujeres indígenas, incluidas las
mujeres guaraníes monolingües.
38. El Comité exhortó al Estado parte a que estableciera un mecanis-
mo para vigilar y evaluar la ejecución y la repercusión de los planes y
políticas actuales encaminados a lograr la igualdad para las mujeres y
a que tomara medidas correctivas, cuando fuera necesario, si compro-
baba que eran inadecuados para alcanzar las metas previstas. El Co-
mité invitó al Estado parte a que incluyera en su próximo informe una
evaluación, con estadísticas, de la repercusión sobre las mujeres, in-
cluidas las mujeres indígenas, las mujeres guaraníes monolingües y
las mujeres de las zonas rurales, de las actividades, medidas, políticas
y estudios encaminados a lograr la igualdad de facto entre las mujeres
y los hombres.
39. El Comité pidió al Estado parte que respondiera a las preocupacio-
nes expresadas en las presentes observaciones finales en el sexto
informe periódico que debía presentar de conformidad con el artículo
18 de la Convención en mayo de 2008.
40. Teniendo en cuenta las dimensiones de género de las declaracio-
nes, los programas y las plataformas de acción adoptados por las
conferencias, cumbres y períodos extraordinarios de sesiones de las
Naciones Unidas, como el vigésimo primer período extraordinario de
sesiones para el examen y la evaluación generales de la ejecución del
Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre la Pobla-
ción y el Desarrollo, el vigésimo séptimo período extraordinario de













































































Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las
Formas Conexas de Intolerancia y la Segunda Asamblea Mundial so-
bre el Envejecimiento, el Comité pidió al Estado parte que en su próxi-
mo informe periódico incluyera información sobre la aplicación de los
aspectos de esos documentos que se relacionaran con los artículos
pertinentes de la Convención.  41. El Comité elogió al Estado parte por
haber ratificado los siete principales instrumentos internacionales de
derechos humanos. El Comité observó que la adhesión de los Estados
a los siete principales instrumentos internacionales de derechos hu-
manos, a saber, el Pacto Internacional sobre Derechos Económicos,
Sociales y Culturales, el Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y
Políticos, la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas
las Formas de Discriminación Racial, la Convención sobre la elimina-
ción de todas las formas de discriminación contra la mujer, la Conven-
ción contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o
Degradantes, la Convención sobre los Derechos del Niño y la Conven-
ción Internacional sobre la protección de los derechos de todos los
trabajadores migratorios y de sus familiares realzaba el disfrute por la
mujer de sus derechos humanos y libertades fundamentales en todos
los aspectos de la vida.  42. El Comité pidió que se diera amplia difu-
sión en el Paraguay a las presentes observaciones finales para que el
pueblo del Paraguay, en particular los funcionarios de la administra-
ción pública, los políticos, los parlamentarios y las organizaciones fe-
meninas y de derechos humanos, estuvieran al corriente de las medi-
das adoptadas para asegurar la igualdad de jure y de facto de las
mujeres y las medidas que serían necesarias en ese sentido en el
futuro. También pidió al Estado parte que continuara difundiendo am-
pliamente, en particular entre las organizaciones femeninas y de dere-
chos humanos, la Convención y su Protocolo Facultativo, las recomen-
daciones generales del Comité y la Declaración y Plataforma de Ac-
ción de Beijing, así como los resultados del vigésimo tercer período
extraordinario de sesiones de la Asamblea General, titulado “La mujer
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Plataforma Sin Excusas contra la Pobreza
1 La Plataforma está integrada por más de 50 organizaciones de derechos humanos, campesi-
nas, barriales, indígenas, sindicales, de mujeres, jóvenes, organizaciones no gubernamenta-
les, etc., que durante el año 2005 se han unido para impulsar acciones de demanda y exigibi-
lidad de derechos económicos, sociales y culturales a través de la información, el cabildeo, la
comunicación social y la movilización. Esta plataforma es, a su vez, parte del Llamado Mun-
dial a la Acción Contra la Pobreza (GCAP), una coalición de organizaciones sociales de más
de 70 países en el mundo que trata de sensibilizar a la opinión pública y presionar a los
gobiernos para conseguir el cumplimiento de los compromisos asumidos en las firmas y rati-
ficaciones de los pactos sobre derechos humanos.
Este artículo tiene como objetivo hacer una reseña del documento
“Objetivos de Desarrollo del Milenio. Informe Alternativo
de la sociedad civil – Paraguay – 2000/2005” publicado por la
plataforma “Paraguay. Sin excusas contra la pobreza
1
”. Este infor-
me contiene los principales resultados de la investigación realizada
en el marco del seguimiento que se encuentra realizando la platafor-
ma a los objetivos, metas e indicadores propuestos por la Declara-
ción del Milenio, que Paraguay es signatario. El informe incorpora,
además, una serie de nuevos objetivos y metas que deberían conside-
rarse igualmente prioritarios si el objetivo final es cumplir con los
retos del desarrollo y con los derechos reflejados en la Declaración

















































ANTECEDENTES DE LOS ODM
En el año 2000, convocados por Naciones Unidas, 189 países firma-
ron la Declaración del Milenio, en la que se comprometieron a avanzar
en varios aspectos relacionados con el desarrollo humano. De esta
declaración derivan los ocho Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM)
que se enmarcan en los grandes desafíos que tienen los países para
promover la dignidad, la igualdad, la paz, la democracia y la sostenibi-
lidad ambiental. El Estado paraguayo firmó dicha declaración y asu-
mió la responsabilidad de cumplir con dichos objetivos para el año
2015 o antes.
Los ODM constituyen una síntesis de los compromisos claves de las
cumbres y conferencias mundiales llevadas a cabo por el Sistema de
Naciones Unidas durante la década de los ‘90, tales como la Conven-
ción sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación con-
tra la Mujer (Cedaw), la Cumbre de la Tierra (1992), la Conferencia
Internacional sobre la Población y el Desarrollo (1994), la Conferencia
Mundial sobre la Mujer (1995), la Cumbre sobre el Desarrollo Social
(1995), la Conferencia de Naciones Unidas sobre Asentamientos Hu-
manos «Hábitat II» (1996), la Convención sobre los Derechos del Niño,
el Foro Mundial sobre la Educación (2000) y la Cumbre Mundial sobre
el Desarrollo Sostenible (2002).
Dichos ODM constituyen compromisos claves y concretos, aunque no
todos aplicables a todos los países, por lo cual es necesaria su revi-
sión y ajuste conforme a las prioridades y realidades de cada uno de
los países. Los ODM tienen el fin de trazar un mapa de acción mundial
contra los principales problemas que aquejan al mundo, con el apoyo
de los organismos financieros y agencias donantes. La Declaración
del Milenio puede constituir una oportunidad para aunar esfuerzos
entre los diferentes actores del desarrollo: sociedad civil, gobierno,
sector privado y organismos internacionales.
El informe presentado por la plataforma “Paraguay. Sin excusas contra
la pobreza” tuvo como objetivo a la vez de analizar críticamente el
grado de cumplimiento de los ODM en el periodo 2000-2005, ampliar
los mismos incorporando otras metas y objetivos a la luz del contexto
propio de Paraguay.
A partir de la situación actual, las organizaciones participantes de la
plataforma buscan dar seguimiento –monitoreando y evaluando– las
políticas públicas implementadas y asumir una actitud propositiva en
cuanto a nuevas estrategias que apunten a superar los obstáculos y
las causas estructurales que generan exclusión y desigualdad en Para-





































La situación de los ODM comprometidos
A continuación se presenta un diagnóstico de la situación de los ODM
a partir del análisis de los indicadores establecidos y para los cuales
Paraguay cuenta con información.
Objetivo 1: erradicar la extrema pobreza y el hambre
Este es uno de los objetivos que, según la evolución de los indicado-
res, no se cumplirá en el plazo establecido (2015). En efecto, entre
1999 y 2003 la pobreza en Paraguay aumentó de 33,7% a 41,1% y la
extrema pobreza (quienes tienen ingresos inferiores al costo de una
canasta básica de alimentos) de 15,5% a 20,1%. La evolución de la
pobreza muestra incrementos más rápidos en las ciudades, probable-
mente derivado del proceso de migración rural-urbano que trasladó a
las personas pobres desde el campo hasta los centros urbanos2.
El factor principal que influyó en
el aumento de la pobreza fue la
disminución de los ingresos en
términos reales. Cabe señalar
además que uno de cada cuatro
hogares pobres tiene jefatura fe-
menina, lo cual supone condicio-
nes especiales de vulnerabilidad,
comparados con los hogares con
jefatura masculina, atendiendo a
las mayores dificultades de las
mujeres para acceder a un em-
pleo y sus menores niveles de in-
greso.
El aumento de la desigualdad también contribuyó al aumento de la
pobreza. Se señala que en las familias paraguayas de los estratos de
ingresos altos –como de los bajos– las actividades laborales constitu-
yen la principal fuente de recursos monetarios. Sin embargo, un ho-
gar perteneciente al estrato de mayores ingresos percibe
ingresos‘familiares que en promedio superan 15 veces a los percibidos
por los hogares más pobres de la población.
Las estrategias implementadas para cumplir con este objetivo han
sido parciales, sin la debida integración y continuidad en el tiempo
que requiere un problema multidimensional como es el de la pobreza
y desigualdad. Por otra parte, las iniciativas han estado dirigidas a una
Objetivo 1: erradicar la extrema pobreza y el
hambre.
Meta 1: reducir a la mitad el porcentaje de
personas en extrema pobreza.
Indicador 1: porcentaje de población en po-
breza extrema.
Indicador 2: razón de la brecha de pobreza.
Indicador 3: participación del quintil más po-
bre en el ingreso nacional.
Meta 2: reducir a la mitad la proporción de
personas que sufren hambre.
Indicador 4: desnutrición global en menores
de 5 años.
2 Ver en este informe el artículo sobre pobreza, que actualiza datos del Informe Alternativo sobre
los ODM, con datos del 2004 –publicados en setiembre, días después de la presentación del

















































limitada proporción de las personas pobres, lo cual impide variacio-
nes relevantes en los indicadores en caso de que hayan sido exitosas.
La disminución de la pobreza está directamente relacionada con la
dotación de recursos como tierra, capital financiero y capital humano
(salud y educación), por lo tanto es de suponer que de no modificarse
la tendencia en el crecimiento económico, así como la estructura de la
propiedad de la tierra y las competencias laborales, cualquier estrate-
gia o plan de erradicación de la pobreza solo contribuirá a solucionar
temporal y parcialmente el problema, con un alto costo para el país.
Objetivo 2: alcanzar la educación primaria universal
Este es uno de los objetivos que probablemente se cumpla si los indi-
cadores continúan la tendencia que presentan en los últimos cuatro
años. Uno de los esfuerzos importantes realizados por el país ha sido
el incremento sustancial del gasto en educación destinado a aumen-
tar la matrícula en la educación
primaria. La tasa neta de matri-
culación en los primeros seis
años de educación primaria lle-
ga al 97%, con mejorías impor-
tantes para las mujeres y las
personas del sector rural. Sin
embargo, se observan proble-
mas en las tasas de retención
ya que casi un cuarto de los/as
estudiantes no logra terminar
los primeros seis años de esco-
laridad.
Si bien el alfabetismo de personas de 15 a 24 años es cercano al
100%, todavía hay más de 200.000 adultos que no saben leer ni escri-
bir.
Una de las pocas políticas que ha logrado continuidad y un apoyo
financiero sistemático y creciente ha sido la reforma educativa. Su
principal logro ha sido el incremento de la matrícula en el nivel prima-
rio. Pese a esto, el proceso aún enfrenta problemas en cuanto a cober-
tura, especialmente las de nivel inicial y tercer ciclo, calidad de la
educación, eficiencia y equidad del sistema educativo y la formación
de docentes.
Temas claves son la necesidad de modificar la legislación a fin de
garantizar la gratuidad, calidad y obligatoriedad de la educación me-
dia para todos y todas, la eliminación de la repitencia, sobreedad y
deserción, la revisión y reformulación de modelos y currículos de en-
Objetivo 2: alcanzar la educación  primaria
universal.
Meta 3: asegurar para el 2015 que todos los
niños y niñas tengan la posibilidad completar
la educación primaria.
Indicador 6: tasa neta de matrícula en la edu-
cación escolar básica.
Indicador 7: tasa de supervivencia hasta el
5º grado.





































señanza, la atención a la formación básica del docente, el uso de la
lengua materna en todos los niveles de enseñanza, el mejoramiento
de producción de materiales didácticos con criterio de pertinencia, la
incorporación de educación en derechos humanos y democracia, la
atención integral a menores de cuatro años y la formulación de una
política nacional de educación indígena y de un plan nacional de la
discapacidad.
Objetivo 3: lograr equidad de género y
empoderamiento de la mujer
Las metas de este objetivo probablemente se cumplirán de acuerdo
con los datos estadísticos. Sin embargo, esto no significa que se cum-
pla con el objetivo. Por un lado, existen ausencias importantes en
cuanto a metas, ya que no se incluyeron las que hacen referencia a los
derechos sexuales y
reproductivos, la violencia de
género o a la discriminación en
el mercado laboral. Por otro
lado, las que se incluyeron no
necesariamente garantizan
equidad de género. En Para-
guay, el cambio en el nivel edu-
cativo de las mujeres no ha sig-
nificado transformaciones igual
de importantes en las brechas
laborales y de ingreso y tampo-
co implicó una mayor participa-
ción política. En efecto, desde
el inicio de la democracia su incorporación a los ámbitos de poder ha
sido volátil y poco sistemática. En el último periodo electoral, ellas no
ocupan más del 11% de los cargos electivos en el Parlamento.
Las estadísticas no muestran diferencias significativas en la situación
educativa de niños y niñas. Existen diferencias en los motivos de
inasistencia escolar: en las niñas urbanas, además del factor económi-
co (principal causa de inasistencia tanto para varones como mujeres),
están en relación a problemas familiares y en niñas de zonas rurales,
la distancia entre la casa y la escuela. Además, la tasa de deserción es
más elevada en las niñas rurales, pese a que su rendimiento académi-
co es superior al de los varones, incluso de zonas urbanas. La deser-
ción se registra sobre todo al pasar al ciclo básico. Es necesario desta-
car en este sentido que el embarazo precoz aún constituye un motivo
de discriminación en los centros educativos. La salida prematura del
sistema educativo, así como la necesidad de trabajar tempranamente
Objetivo 3: lograr equidad de género y empo-
deramiento de la mujer.
Meta 4: eliminar la disparidad de género en
la educación primaria y secundaria, preferi-
blemente para el 2005, y en todos los demás
niveles educativos para 2015.
Indicador 9: matrícula bruta de la educación
escolar básica y  media de mujeres/hombres.
Indicador 10: alfabetismo de la población de
15 a 24 de edad mujeres/hombres.
Indicador 11: participación de la mujer en el

















































para mantener al niño/a, tiene impacto en el largo plazo al impedir
que ellas puedan continuar adquiriendo las competencias laborales
necesarias para integrarse al mercado laboral de manera competitiva.
En un marco más general, se comprueba que en Paraguay aún persis-
ten graves condiciones de discriminación (acceso a cargos de decisio-
nes en el Estado, dirigencia en partidos políticos y organizaciones
sociales, número de mujeres en puestos profesionales y técnicos, di-
ferencias de salarios de mujeres y varones).
Se requiere examinar más detenidamente ciertas actitudes y creen-
cias de los actores de la comunidad educativa que podrían estar
influenciando la reproducción de estereotipos y roles tradicionales de
género dentro de la escuela y condicionando así las opciones de vida
de niños y niñas.
La política de género se articula a partir del II Plan Nacional de Igual-
dad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres (2003-2007) cuya
planificación y puesta en práctica es responsabilidad de la Secretaría
de la Mujer. La falta de compromiso de los/as ejecutores/as de pro-
gramas y proyectos en las oficinas gubernamentales, así como la es-
casa articulación de la Secretaría de la Mujer con las demás institucio-
nes públicas, la inexistencia de presupuestos públicos con perspecti-
va de género y los recursos humanos sin capacitación al respecto
obstaculizan la transversalización efectiva de esta perspectiva en las
políticas públicas. El ámbito educativo presenta avances en este sen-
tido, ya que los documentos rectores de la política educativa incluyen
la perspectiva de género. El desafío pendiente es implementarla.
Objetivo 4: reducir la tasa de mortalidad de la niñez
Los indicadores propuestos para evaluar este objetivo muestran un
estancamiento en los últimos años, lo cual permite suponer que Para-
guay no cumplirá con este compromiso. Según los últimos datos dis-
ponibles del Ministerio de Sa-
lud (2003), la tasa de mortali-
dad infantil es de 19,4 por
1.000 nacidos vivos con impor-
tantes diferencias regionales; la
tasa de mortalidad neonatal es
de 11,8 por 1.000 nacidos vi-
vos, y la post neonatal de 7,6
por 1.000 nacidos vivos. En
números absolutos esto signifi-
ca aproximadamente 1.683
muertes de niños y niñas de
Objetivo 4: reducir la tasa de mortalidad de
la niñez.
Meta 5: reducir en dos tercios la tasa de
mortalidad de niños y niñas menores de 5
años.
Indicador 13: mortalidad de la niñez menor
de 5 años.
Indicador 14: mortalidad infantil (niñez me-
nor de 1 año).





































menos de un año anuales. Con relación a la tasa de mortalidad en
niños y niñas de menos de cinco años, el Ministerio de Salud registra
23,9 muertes por 1.000 nacidos vivos; en números absolutos, 2.071
muertes anuales.
Tanto para la mortalidad infantil como para los menores de 5 años se
citan en documentos oficiales la reducción significativa en ambas ta-
sas en la década de los noventa en los cuales la tasa registrada para
menores de 5 años era de 40 por 1.000 nacidos vivos hasta la actual
de aproximadamente 24 por 1.000 nacidos vivos, y la tasa de morta-
lidad infantil de 30 por 1.000 nacidos vivos a 20.
A partir del año 1995 hasta el 2003 (último dato oficial) la tasa de
mortalidad infantil y la tasa de mortalidad en menores de 5 años han
permanecido estancadas.
Más del 80% de las muertes en el caso de la mortalidad infantil y más
del 60% de la mortalidad en menores de 5 años, se podrían evitar o
disminuir con una atención integral a la salud de la mujer, los contro-
les prenatales, la atención calificada del parto y del recién nacido, la
mejora en la situación nutricional de la mujer y los menores y la ade-
cuada respuesta del sistema sanitario en la atención de las enferme-
dades prevalentes de la infancia.
Con relación al indicador de niñas, niños y adolescentes inmunizados
contra el sarampión, la cobertura ha ido aumentando en los últimos
10 años del 61% a la actual del 86%. Es importante destacar que la
cobertura anterior es a nivel nacional y que existen importantes dife-
rencias a nivel regional.
Los indicadores propuestos por los ODM en lo referente a mortalidad
de la infancia no permiten visualizar y evaluar en tiempo oportuno los
diversos componentes de los programas que deben ser implementa-
dos para lograr el impacto deseado. Si bien los mayores esfuerzos
deben ser destinados a evitar o disminuir las muertes por causas
prevenibles, también se deben tener en cuenta la calidad de vida de
niños y niñas que sobreviven, que sin adecuados programas destina-
dos a la infancia a nivel sanitario pueden padecer trastornos que afec-
tan severamente el desarrollo físico e intelectual a lo largo de la vida.
El Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social ha elaborado, con la
cooperación de agencias internacionales y otros actores locales, el
Plan Nacional de Atención Integral a la Niñez, la guía normativa de la
Estrategia de Atención Integral de las Enfermedades Prevalentes de la
Infancia (Paiepi) y el Plan Nacional de Salud Sexual que sirven de
herramientas programáticas y de ejecución de los principales progra-

















































Si se considera como principal estrategia la implementación del Paiepi
en el mejor de los casos, y de acuerdo a las posibilidades reales de
ejecución por el sistema de salud, se lograría la reducción de algunos
componentes de la mortalidad en menores de 5 años; sin embargo la
mortalidad infantil y sobre todo el componente neonatal que en el
país es el que posee mayor peso, probablemente no sufriría ningún
cambio significativo.
Por lo tanto es de fundamental importancia la articulación de los ser-
vicios de atención de la salud materna, del recién nacido y de la pri-
mera infancia garantizando la continuidad de esta prestación por los
agentes sanitarios adecuados en los diversos establecimientos de sa-
lud.
Objetivo 5: mejorar la salud materna
Este es otro de los objetivos que no se cumplirá si no se implementan
medidas que modifiquen drásticamente las condiciones de salud de
las mujeres. La tasa de mortalidad materna en el Paraguay para el
último año que se dispone de cifras oficiales (2003) es de 174 por
100.000 nacidos vivos. La mortalidad materna en el país es la prime-
ra causa de muerte de mujeres de 25 a 29 años y los eventos que la
originan han permanecido con pocas modificaciones a lo largo de lo
años, siendo sus principales causas las siguientes: aborto (23,8%),
toxemia (21,2%), hemorragias (18,5%) y sepsis (10,6%). Debido a que
probablemente algunos los
diagnósticos de hemorragias y
sepsis en realidad podrían ocul-
tar complicaciones de un abor-
to inseguro, se estima que en
el país el porcentaje de mortali-
dad materna que corresponde
al primer grupo incluso podría
ser mayor.
Poco más del 72% de los partos es realizado en una institución de
salud o por personal capacitado. Estas cifras varían cuando se analiza
el sector rural, 60,7%, revelando la gravedad del problema para las
mujeres campesinas, sobre todo las del quintil más pobre, 34% a 50%
de partos atendidos por personal no capacitado o en condiciones
sanitarias inadecuadas.3
Otros problemas de salud relativamente graves son los tumores, con
predominancia del cáncer de cuello uterino y de mamas, especial-
mente en las mujeres de 10 a 49 años, para quienes es la primera
causa de muerte.
Objetivo 5: mejorar la salud materna.
Meta 6: reducir en tres cuartos la tasa de
mortalidad materna.
Indicador 16: tasa de mortalidad materna.
Indicador 17: parto con personal capacitado.




































El país cuenta con un Plan Nacional de Atención Integral a la Salud de
la Mujer y un Plan Nacional de Salud Sexual y Reproductiva que cons-
tituyen importantes herramientas programáticas y de ejecución de los
programas destinados a la salud de la mujer. Sin embargo, no han
impulsado cambios en los indicadores. La ineficiencia en el uso de los
recursos y la falta de financiamiento impiden el acceso de las mujeres
a servicios de salud de calidad, incluyendo a métodos modernos de
anticoncepción.
Objetivo 6: combatir el VIH/Sida, el paludismo y otras
enfermedades
Este objetivo no se cumplirá, especialmente el relativo al VIH/Sida.
Desde 1986 hasta junio 2005 se han notificado 1.192 casos de Sida.
Están registrados 2.914 VIH positivos. La tasa de incidencia anual fue
de 2.35 por 100.000 habitantes para fines del 2004. El crecimiento
es constante y afecta de manera particular a las mujeres para quienes
el ritmo de contagio de la enfermedad fue mucho más alto que para
los hombres.
El 74,4% de los registros hasta
junio 2005 son hombres. Las
mujeres representan el 25.6% y
el 0.7% es desconocido. La epi-
demia actualmente tiende a ser
femenina, en población cada vez
más joven, y a abarcar áreas
geográficas rurales del interior
del país. Una parte importante
de las personas que viven con
el virus desconocen que son
portadoras del virus, porque no
presentan manifestaciones clíni-
cas. Esto se prolonga por varios
años a menos que se establez-
ca el diagnóstico precoz por
medio de un análisis laboratorial
específico. Al existir un desco-
nocimiento de esa condición de
portador no hay conciencia del
riesgo de transmisión a otras
personas a través de las conduc-
tas de riesgo.
El Programa Nacional de Lucha contra el Sida y las infecciones de
transmisión sexual (Pronasida), dependiente del Ministerio de Salud
Objetivo 6: Combatir el VIH/Sida, el paludis-
mo y otras enfermedades.
Meta 7: detener en el  2015, y empezar a
revertir la diseminación del VIH/Sida.
Indicador 18: prevalencia de VIH entre em-
barazadas de 15 y a 45 años.
Indicador 19: tasa de prevalencia del uso del
condón.
Indicador 20: número de niñas y niños huér-
fanos debido al VIH/SIDA.
Meta 8: detener en el 2015, y empezar a re-
vertir la incidencia de la malaria y otras enfer-
medades endémicas.
Indicador 21: tasa de mortalidad asociada a
la malaria (sin muertes).
Indicador 22: proporción de población en
áreas con riesgo de malaria utilizando medi-
das efectivas para prevención y tratamiento
de la malaria.
Indicador 23: tasas de incidencia y mortali-
dad asociadas a tuberculosis.
Proporción de casos de tuberculosis detecta-

















































Pública y Bienestar Social, tiene como función el rol normativo en
VIH/Sida, la atención gratuita y especializada ambulatoria (pediátrica
y de adultos) con un promedio de 400 consultas mensuales y la pro-
visión de la medicación antirretroviral.
A partir del año l996, el Pronasida dio inicio al tratamiento de la triple
terapia (combinación de tres drogas), lo cual permitió reducir la mor-
talidad en 20% y disminuir el número de internaciones por complica-
ciones derivadas de la infección. Las personas que están bajo trata-
miento presentan interrupciones permanentes en el acceso a los
antirretrovirales y análisis laboratoriales debido a las insuficiencias pre-
supuestarias. Esta situación empeora para quienes viven en el interior
del país.
La ineficiencia e ineficacia de la política pública en este aspecto tiene
efectos directos sobre la salud de quienes están infectados debido a
las apariciones de enfermedades oportunistas, la resistencia a las te-
rapias y medicamentos existentes en el país, y a la mortalidad y
morbilidad asociadas al VIH/Sida. Pero también impacta en la produc-
tividad laboral y en el acceso a la educación debido a las horas de
trabajo perdidas y las incapacidades parciales o totales derivadas de
la infección.
Objetivo 7: asegurar la sostenibilidad del medio
ambiente
Si bien los indicadores muestran que las metas podrían cumplirse,
éstas, igual que lo ocurrido en el ODM 3 (equidad de género), no
aseguran la sostenibilidad del
medio ambiente. Por lo tanto,
este objetivo se encuentra en-
tre los de improbable cumpli-
miento.
La información existente en el
país señala que alrededor de la
mitad de las especies
vertebradas tiene problemas de
conservación, mientras que
unas 29 especies de flora y 40
de fauna están en peligro de ex-
tinción. La deforestación es uno
de los factores que contribuye-
ron a esta problemática. En los
últimos 55 años en la región
Oriental se talaron mas de
Objetivo 7: asegurar la sostenibilidad del me-
dio ambiente.
Meta 9: integrar los principios del desarrollo
sustentable en las políticas y programas del
país y revertir la pérdida de los recursos am-
bientales.
Indicador 25: proporción del área de tierra
cubierta por bosques.
Indicador 29: proporción de población que
usa combustibles sólidos.
Meta 10: reducir a la mitad, para 2015, el
porcentaje de personas que carezcan de acce-
so sostenible al agua potable y a servicios
básicos de saneamiento.
Indicador 29: población con agua potable.





































7.400.000 hectáreas, equivalentes a poco mas de la mitad del territo-
rio de dicha región. Desde 1995 se reforestaron apenas unas 22.000
hectáreas. En la última década se deforestaron unas 123.000 hectá-
reas al año.
Sin duda, el agua, elemento vital para los ecosistemas y para las socie-
dades humanas, se vuelve cada vez más escasa por su disponibilidad
cuantitativa y cualitativa para los diferentes usos sociales. La escasez,
el uso indebido y la contaminación de los recursos hídricos represen-
tan amenazas cada vez más serias para un desarrollo ecológico y
socialmente sustentable, y para el mantenimiento de los ecosistemas,
todos los cuales serán seriamente afectados por los impactos que los
cambios climáticos globales tienen en el ciclo hidrológico. Estudios
realizados muestran que el río Paraguay a la altura del área metropoli-
tana de Asunción y el 60% de los arroyos investigados en este mismo
espacio geográfico presenta salmonella y e. colli. Una parte importan-
te de esta contaminación es debido a que las aguas residuales de las
ciudades son lanzados sin tratamiento a los cursos de agua. La falta
de saneamiento, en especial de alcantarillado genera contaminación
de los acuíferos.
El acceso a agua potable y a través de un servicio público o privado
contribuye a la salud de la niñez teniendo en cuenta que en Paraguay
una de las principales causas de morbimortalidad es la diarrea. Por
otro lado, la posibilidad de que el servicio llegue hasta el interior del
hogar (agua en red) disminuye la carga de trabajo de sus integrantes,
especialmente de las mujeres. En Paraguay, menos de la mitad de la
población actualmente cuenta con este tipo de servicios, el que ade-
más está concentrado en el sector urbano. Apenas un cuarto de la
población campesina tiene el servicio de agua potable en red, para
casi dos tercios su principal fuente de agua es el pozo, con los proble-
mas que se señalaron anteriormente: salinisación y contaminación.
El acceso a saneamiento básico tiene dos ventajas, una sobre las con-
diciones de salud de la población y otra sobre las aguas subterráneas
o los cursos de agua del país. Por un lado, contar con saneamiento
significa mejores condiciones sanitarias para la familia. Por otro lado,
el hecho de verter los efluentes sin ningún tipo de tratamiento a la
calle o al agua significa contaminación, como ya se señaló anterior-
mente. Adicionalmente, si el pozo ciego o la letrina están ubicados
desacertadamente puede ocasionar filtraciones en las napas freáticas
y contaminar el pozo de agua. Poco menos del 60% de la población
paraguaya cuenta con acceso a saneamiento básico (baño conectado

















































Objetivo 8: fomentar una asociación mundial para el
desarrollo
El incremento de la deuda externa ha sido persistente en los últimos
años en Paraguay, la relación servicio de la deuda/exportaciones pasó
del 5% en 1995 al 8%, en el 2002, y para el año 2003 fue del 11%.
Según esta tendencia, a menos que se adopten medidas correctivas y
haya un cambio en el patrón de exportaciones del Paraguay, el pago
de la deuda externa puede acarrear mayores problemas en el media-
no plazo.
Paraguay no cuenta con una
política de endeudamiento co-
herente ni con organismos in-
dependientes del ejecutivo de
control y seguimiento efectivo
de la misma. Asimismo, se ob-
serva una falta de transparen-
cia suficiente a la hora de
endeudar al país (es decir a to-
dos sus ciudadanos) por parte
de las autoridades competentes,
ya que a menudo no existe in-
formación sobre las deudas a
contraer, ni estudios comparati-
vos sobre las tasas, plazos, etc.
para que sean los más conve-
nientes para el país, ni se pre-
sentan estudios de factibilidad desde una perspectiva del interés pú-
blico general que justifiquen el endeudamiento, ni estudios de factibi-
lidad futura sobre el impacto a futuras generaciones, ni se habilitan
debates públicos sobre la necesidad o prioridad de los empréstitos, ni
finalmente un seguimiento ni evaluación adecuada sobre los resulta-
dos y los beneficios económicos y sociales conseguidos por los prés-
tamos. Todo ello unido al hecho de los problemas generados dentro
del proceso de reforma del Estado y la consiguiente discontinuidad de
la cooperación externa y los préstamos de organismos multilaterales.
El uso de los fondos externos ha estado caracterizado por su ineficiencia,
ineficacia y corrupción, lo cual implica a mediano y largo plazo también
inequidad, ya que las generaciones futuras serán las que sufrirán los efec-
tos del pago de la misma sin haber disfrutado sus beneficios.
Los magros resultados económicos de las últimas décadas tuvieron
un fuerte impacto en los jóvenes. El desempleo juvenil se incrementó
y a ello hay que agregarle que quienes trabajan los hacen en condicio-
nes precarias.
Objetivo 8: fomentar una asociación mun-
dial para el desarrollo.
Meta 15: tratar los problemas de la deuda
de los países en desarrollo con medidas na-
cionales e internacionales.
Indicador 44: servicio de la deuda como por-
centaje de exportaciones.
Meta 16: en cooperación con los países en
desarrollo, elaborar y aplicar estrategias que
proporcionen un trabajo digno y productivo a
los jóvenes.
Indicador 45: tasa de desempleo abierto de
la población de 15 a 24 años.
Meta 18: en colaboración con el sector pri-
vado, velar por que se puedan aprovechar los
beneficios de las nuevas tecnologías, en par-





































Para abordar los diferentes problemas que enfrenta la juventud, entre
los cuales se encuentra el desempleo, en 1994 se creó el Viceministerio
de la Juventud. En el marco del trabajo de esta institución y en con-
junto con organizaciones juveniles se elaboró el documento Políticas
Públicas de Juventud 1999-2003. En general, los programas destinados
a los/as jóvenes se carac-
terizan por su escasa arti-
culación, falta de eficacia
y pertinencia, una aplica-
ción excesivamente centra-
lizada y desde una visión
asistencialista.
El acceso a medios de co-
municación e informa-
ción constituye uno de
los mecanismos necesa-
rios para aumentar la
competitividad nacional y
de los/as trabajadores/
as individuales, ya que
contribuyen a disminuir
costos laborales, a acce-
der a mercados, a las
nuevas formas de educa-








con respecto a los países
de menor desarrollo de
América Latina (Guate-
mala, Nicaragua, Hondu-
ras, Haití), pero bastante
más bajos que otros paí-
ses mas desarrollados
como Argentina, Uru-
guay, Brasil y Chile. Los
datos presentados por la
Comisión Económica
NUEVOS ODM INCORPORADOS POR LA SOCIE-
DAD CIVIL
Objetivo: eliminar la  pobreza y disminuir la desigualdad.
Meta: asegurar que toda la población viva por encima
de la línea de pobreza.
Objetivo: alcanzar igualdad y calidad educativa univer-
sal en todos los niveles.
Meta: asegurar para el 2015 el acceso y el egreso en
condiciones de igualdad a una educación de calidad a
todos/as en todos los niveles prestando atención a las
poblaciones en situaciones de vulnerabilidad (indígenas,
con capacidades diferentes, trabajadores, niños/as ru-
rales, personas con VIH/Sida y otros).
Objetivo: mejorar la formación y condición social de
docentes,
Meta: mejorar la competencia profesional (formación
básica bilingüe y formación permanente de calidad) y la
condición social (salario, bonificaciones, incentivos) de
los docentes para todos los niveles y áreas específicas
de especialización.
Objetivo: asegurar la implementación de educación bi-
lingüe en todos los niveles.
Meta: garantizar una política de educación bilingüe re-
levante y significativa para todos los niveles del sistema
educativo, asegurando su práctica según la realidad edu-
cativa presente de las regiones, localidades y comunida-
des.
Objetivo: asegurar alfabetización y educación de jóve-
nes y adultos.
Meta: dar prioridad a la alfabetización y educación de
jóvenes y adultos (desde 18 años en adelante) con pro-
gramas de calidad creando estrategias que permitan a
todos los jóvenes y adultos acceder a ella, especialmen-
te aquellos en situaciones de vulnerabilidad
Objetivo: asegurar una calidad, cobertura y pertinencia
de la educación superior.
Meta: duplicar la proporción de población económica-
mente activa ocupada con educación superior.
Objetivo: alcanzar igualdad de género en todos los ni-
veles educativos.
Meta: eliminar la desigualdad de género en todos los
niveles.
Objetivo: lograr la equidad de género y empoderamiento
de la mujer.


















































para América Latina y el
Caribe (Cepal, 2005) in-
dican una evolución favo-
rable en los últimos años,
pero se requiere un es-
fuerzo mayor, sobre todo
para disminuir las bre-
chas hoy existentes por
sexo, área de residencia,
idioma hablado, nivel so-
cioeconómico y etnia. Los
datos indican la baja co-
bertura en el sector rural
y diferencias entre hom-
bres y mujeres.
Paraguay no cuenta con
políticas de fomento a la
innovación y competitivi-
dad basada en la difusión
de las tecnologías de la
información. Este aspec-
to no formó parte relevan-
tes de los objetivos de la
reforma educativa imple-
mentada en los últimos
años, aunque cabe seña-
lar que algunos colegios




de informática a raíz de
la incorporación en la
educación media del ba-
chillerato técnico en infor-
mática. De no incorporar-
se esta dimensión al sis-
tema educativo, el acce-
so a las TIC dará origen
a un nuevo mecanismo
de discriminación y desigualdad.
NUEVOS ODM INCORPORADOS POR LA SOCIE-
DAD CIVIL
Objetivo: promover y proteger la salud de la primera
infancia.
Meta: lograr el acceso universal, gratuito y de cali-
dad en salud para la niñez.
Objetivo: promover y proteger la salud  de la mujer.
Meta: lograr el acceso universal, gratuito y de calidad
en salud para las mujeres.
Objetivo: garantizar el pleno ejercicio de la salud
como un derecho humano fundamental de la ciuda-
danía.
Meta: disminuir la exclusión social en el ámbito de la
salud pública.
Objetivo: asegurar la sostenibilidad del medio ambiente.
Meta: Paraguay en el 2015 libre de transgénicos.
Meta: zonificación de la producción para la defensa
de las pequeñas fincas campesinas.
Meta: cuencas hidrográficas del 25% del territorio pro-
tegidas con una planificación y gestión ambiental ade-
cuada basada en una Ley de Aguas.
Meta: reducción y tratamiento de la contaminación
transfronteriza.
Meta: recuperar 25% de los ecosistemas deteriora-
dos en los últimos 10 años.
Meta: declarar y proteger al 10%  del territorio nacio-
nal como áreas protegidas.
TIERRA
Objetivo: redistribuir la tierra con equidad.
Meta: erradicar las familias campesinas que no acce-
den a la tierra y aumentar el número de aquellas den-
tro del proceso de reforma agraria integral.
Meta: todos los nuevos asentamientos son nucleares
y de propiedad colectiva.
Meta: todos/as los/as pequeños/as y medianos/as pro-
ductores con acceso a créditos y asistencia técnica.
Meta: el 80% de los/as productores/as están organi-
zados/as.
Objetivo: reducir el déficit habitacional.
Meta: reducir a la mitad en el 2015 el déficit
habitacional.
Objetivo: fomentar una asociación mundial para el
desarrollo.
Meta: acceso a mercados en condiciones justas que




































DESAFÍOS PARA EL 2015
La sociedad civil, como parte de la evaluación realizada a los ODM,
analizó críticamente los mismos a la luz de la realidad nacional y de
otros compromisos asumidos internacionalmente con anterioridad. En
tal sentido, los principales cuestionamientos se enmarcan en el
reduccionismo que los mismos presentan frente al contexto de la glo-
balización, las ausencias en materia de vivienda, empleo, derechos de
propiedad, salud sexual y reproductiva, violencia de género, regenera-
ción de los ecosistemas y reglas de comercio internacional, la falta de
una mirada sistémica a los problemas y sus determinantes estructura-
les, así como de una visión integral de los derechos humanos.
Frente a este contexto, las organizaciones que integran la Plataforma
“Paraguay. Sin excusas contra la pobreza” propone una serie de obje-
tivos, metas e indicadores “propios”, necesarios para lograr que para-
guayos y paraguayas vivan en un país con desarrollo y en el marco de
los derechos humanos.
La evolución de los indicadores de estos nuevos ODM y metas en los
últimos años señala que solo una de las metas podrá cumplirse (alfa-
betización de jóvenes y adultos). En otras se observa un estancamien-
to preocupante, como la de la calidad educativa y la de salud integral
infantil. Las demás metas muestran retrocesos, lo cual requiere es-
fuerzos nacionales importantes, no sólo para revertir la tendencia ne-
gativa de los indicadores, sino también para lograr cambios estructu-
rales antes del año 2015.
Se espera que el cumplimiento de los ODM comprometidos en la
Cumbre del Milenio, así como los incorporados por la sociedad civil
permitan al Paraguay avanzar hacia la ampliación de mayores capaci-
dades y oportunidades en el marco de un crecimiento económico
sustentable y de calidad.
OBSTÁCULOS PARA EL CUMPLIMIENTO DE LOS
ODM
El Informe, además de presentar un diagnóstico de la realidad, conclu-
ye señalando los obstáculos que se interponen en el cumplimiento de
los ODM. Entre los mismos se señalan:
– El modelo de desarrollo actual fundamentado en el uso poco
sostenible de los recursos productivos, particularmente de la tie-
rra, lo que unido a la alta concentración de la misma, la ineficiencia
de los servicios públicos de extensión y experimentación agríco-

















































ma tributario ineficiente para lograr efectos redistributivos y un
sector empresarial con una visión cortoplacista, impide la inclu-
sión de amplios sectores de la población al trabajo productivo,
generando por esta vía un ambiente propicio para la pobreza e
ingobernabilidad.
– La debilidad institucional paraguaya caracterizada por el sistema
de elección presidencial por mayoría simple –que además resta
legitimidad política–, la escasa capacidad de control del Poder
Legislativo al Ejecutivo, un sistema electoral con falencias en la
tipificación de delitos electorales y en los mecanismos de finan-
ciamiento de los partidos políticos, y basado en listas electorales
cerradas y bloqueadas, un sistema judicial falto de credibilidad
debido a la incapacidad de jueces/zas, magistrados/as y fisca-
les/as y a la corrupción imperante en su interior, una falta de
políticas de Estado o la existencia de políticas que se implemen-
tan en un marco de corrupción y clientelismo configuran un Esta-
do débil en algunos ámbitos y regiones y un Estado ausente en
otros, y por lo tanto una democracia de baja calidad.
– La participación ciudadana es baja y fragmentada. Su incidencia
y capacidad de cambio se encuentra limitada por el escaso acce-
so a la información pública y el bajo nivel de capital humano de
la ciudadanía. El ejercicio de la ciudadanía se encuentra restringi-
do básicamente a algunos derechos políticos como el del sufra-
gio entre otros, y algunas libertades, como la de prensa, asocia-
ción, etc.
– Paraguay cuenta con recursos externos importantes pero la prác-
tica prebendaria en la obtención de dichos recursos, la falta de
mecanismos adecuados para realizar una evaluación sistemática
de su utilización con base en objetivos, metas e indicadores y la
excesiva atomización y desarticulación de los programas y pro-
yectos impiden que estos recursos tengan el impacto esperado
en las condiciones de vida de la población.
– La política comercial del Paraguay, basada en la exportación de
productos primarios, así como la baja competitividad de los pro-
ductos y servicios del país, unida a una falta de orientación con
respecto a las negociaciones llevadas a cabo en el marco de la
integración ha retrasado o reducido los beneficios que el Para-
guay puede obtener del proceso de globalización. Por otro lado,
los organismos internacionales imponen condicionamientos que
el país acepta sin visualizar las consecuencias , e incluso
priorizando intereses particulares.
